



DETERMINANTES DE LAS DECISIONES DE CONSERVACIÓN DE 
ÁREAS NATURALES: UN ANÁLISIS DESDE LA PERSPECTIVA 
PÚBLICA Y PRIVADA 
 





La conservación de áreas naturales genera externalidades ambientales positivas que 
son a su vez bienes públicos. Tradicionalmente la provisión de dichos bienes ha sido 
considerada como responsabilidad del gobierno, sin embargo, cada día adquiere más 
relevancia el tema de incentivos para promover la conservación desde la sociedad 
civil. El objetivo de este trabajo es analizar los determinantes de las decisiones de 
conservación de áreas naturales a nivel municipal,  para dos de los actores clave en 
la conservación – gobiernos y propietarios privados-, y la forma como interactúan los 
dos tipos de actores, desde una perspectiva teórica y empírica. El análisis empírico se 
realizó mediante una combinación de métodos cualitativos y cuantitativos. Los 
resultados sugieren, por el lado de los gobiernos locales, que el agua es una de las 
motivaciones más importantes para encaminarse en actividades relacionadas con la 
conservación y que los factores institucionales, como la presencia de organizaciones 
de la sociedad civil y de instituciones en el municipio, afectan de manera positiva y 
significativa las decisiones de inversión en conservación por parte de los gobiernos 
municipales. Por parte de los actores privados, el comportamiento conservacionista 
se ve influenciado de manera positiva por la existencia de motivaciones no 
económicas, como las motivaciones altruistas, y por el aumento de la conciencia 
ambiental. Las políticas municipales afectan de manera significativa el 
comportamiento de los agentes privados en cuanto a la conservación de bosques. 
 
Palabras clave: Conservación de bosques, comportamiento conservacionista, bienes 
públicos, provisión pública y privada, Colombia.  
 
Clasificación JEL: D10, D62, D64, D70, H41, Q20. 
                                             
1 Tesis de grado para optar al título de Magíster en Economía Ambiental y de los Recursos Naturales en la 
Universidad de Los Andes. La autora agradece a sus asesores Ana María Ibáñez y Juan Camilo Cárdenas, por 
sus valiosos aportes intelectuales y por su gran apoyo a lo largo de toda la investigación. A Diana Lucía Maya por 
su gran colaboración y enseñanzas. A la Asociación Red Colombiana de Reservas Naturales de la Sociedad Civil, 
especialmente a Claudia Angel, por su apoyo en el trabajo de campo y la información suministrada.  
 CEDE 
DOCUMENTO CEDE 2006-43 
ISSN 1657-7191 (Edición Electrónica)  
NOVIEMBRE DE 2006   2
 
 
DETERMINANTS OF NATURAL ECOSYSTEMS CONSERVATION 






Natural ecosystem conservation generates positive environmental externalities which 
are public goods. Traditionally the provision of these goods has been considered 
government responsibility. However, with each passing day, the idea of incentives to 
promote natural ecosystem conservation in private lands is becoming more appealing. 
The main objective of this document is to analyze the determinants of natural 
ecosystem conservation decisions at the municipal level regarding two kinds of actors- 
local governments and private owners - and the way these two actors interact, from a 
theoretical and empirical perspective. Empirical analysis was conducted based on a 
combination of qualitative and quantitative methods. Results suggest that water is the 
main motivation for conservation activities from local governments, and institutional 
factors like civil organizations presence and the number of municipal institutions 
positively impacts local government’s investment in conservation activities. On the 
other hand, private actors’ conservation behavior is positively influenced by the 
presence of non-economic motivations like altruism, and by the increase of 
environmental awareness. Municipal policies have a significant effect on private 
owners behavior related to forest conservation. 
 
Key words: Forest Conservation, conservation behavior, public goods, private and 
public provision, Colombia.  
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I.  INTRODUCCIÓN 
 
La conservación de ecosistemas naturales es un tema de gran relevancia dados los 
acelerados ritmos de deforestación en el país
2 y sus efectos negativos sobre la conservación 
de la biodiversidad, la regulación de los flujos hídricos y la estabilidad del suelo. Entre las 
causas subyacentes de la deforestación citadas por Jaramillo (2004) se encuentran causas 
macroeconómicas, tales como el crecimiento de la población, el aumento del ingreso per 
cápita, las políticas que distorsionan los precios de los bienes e insumos agrícolas y la 
construcción de vías y acceso a mercados, entre otras (Heilig, 1994; Sandler, 1993; Pearce, 
2001); y las causas institucionales y sociales que están relacionados con elementos que 
generan incertidumbre
3 sobre los beneficios futuros y la viabilidad de los patrones de uso de 
la tierra, tales como la definición de los derechos de propiedad de la tierra, la estabilidad 
política y los procesos sociales alrededor de la expansión de la frontera agrícola (Southgate, 
1990; Southgate, Sierra y Brown., 1991; Deacon, 1994). Además de las causas subyacentes, 
el problema de la pérdida de bosques, y por consiguiente, de los beneficios ambientales que 
generan, está relacionada con su naturaleza de externalidades positivas o bienes públicos, lo 
cual lleva a que quienes toman decisiones sobre el uso del suelo, no contemplen 
completamente los beneficios que los bosques proveen o los costos de su pérdida (Pagiola, 
Landel-Mills & Bishop,  2002).  
La protección de áreas naturales genera, por tanto, diversos beneficios ambientales como la 
conservación de la biodiversidad, la fijación y retención de carbono, la regulación hídrica, el 
control de la erosión y la sedimentación. Dichos servicios generan beneficios que no se 
limitan solamente a quienes toman la decisión de conservar, sino que también generan 
externalidades positivas a otros actores. Sin embargo, en términos generales, los actores que 
toman la decisión de conservar áreas naturales no son compensados por los otros agentes 
que se benefician de estas externalidades. Ello indica que, mientras los beneficios de la 
conservación son públicos, los costos que se asumen por la misma son privados. Esta 
característica reduce los incentivos para dedicar tierras privadas a conservación de áreas 
                                             
2 En la actualidad solo se cuenta con el 46% de la extensión original de bosque en Colombia. Los factores 
causantes de esta situación son, en orden de importancia, la expansión de la frontera agrícola y la colonización 
(73.6%), la producción maderera (11.7%), el consumo de leña (11%), los incendios forestales (2%) y los cultivos 
ilícitos (2%). Las estimaciones de deforestación en el país, varían desde unas 221.010 ha/año  (Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, 2002, p. 37) hasta 91.932 ha/año (Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales, 2002, p. 12) (citado por Contraloría General de la República [CGR], 2002). 
3 Los elementos que generan incertidumbre sobre la tenencia de la tierra o captura de beneficios, afectan 
directamente la tasa de descuento intertemporal de los agentes, estimulando la adopción de prácticas que 
minimicen el riesgo asociado a la captura de beneficios derivados del uso del suelo (Jaramillo, 2004)   4
naturales por el costo de oportunidad que esto implica, lo cual conduce a una provisión 
subóptima del recurso.  
Tradicionalmente, la conservación de áreas naturales ha sido considerada responsabilidad 
del gobierno y su solución se ha buscado mediante la intervención de un planificador central 
que la promueva. Con este fin, en Colombia y en otros países, se han diseñado diferentes 
instrumentos y mecanismos, como la provisión centralizada de este bien público, 
instrumentos de ordenamiento territorial e incentivos económicos a la conservación privada. 
El problema es que, muchas veces, los gobiernos no poseen la información suficiente de los 
servicios que son importantes y como proveerlos, o no tienen los recursos suficientes para 
hacerlo. Además, no son inmunes a las presiones políticas de los grupos que pueden verse 
beneficiados o afectados con la pérdida de bosques (Pagiola, et al, 2002). Pero la 
conservación de zonas naturales no es promovida únicamente desde el gobierno. Muchos 
agentes privados, propietarios de tierras, deciden destinar parte de sus predios a 
conservación, motivados por factores que van desde características del terreno que no lo 
hacen apto para los usos productivos, hasta motivaciones altruistas.  
Existen entonces, dos tipos de actores en la conservación de áreas naturales
4: los gobiernos 
y los hogares o propietarios del suelo
5, cada tipo de agente con ciertas motivaciones 
específicas. Los gobiernos municipales
6, agentes que constituyen los planificadores centrales 
locales, pueden decidir conservar áreas naturales mediante inversión directa en conservación 
o mediante incentivos económicos. Esta decisión la toman con el propósito de alcanzar cierto 
objetivo de política, que incluye el bienestar general y los intereses particulares de ciertos 
grupos de presión. Los hogares, por su parte, deciden destinar parte de su propiedad rural a 
conservación, participando o no en algún programa que incorpore incentivos económicos, con 
el objetivo de maximizar su bienestar. En todo caso, las decisiones de estos dos agentes no 
son aisladas y están determinadas, entre otros factores, por la interacción entre estos dos 
tipos de actores.  
                                             
4 El término áreas naturales se refiere a espacios geográficos compuestos por diferentes ecosistemas, con niveles 
bajos de intervención, cuyo ambiente natural no ha sido alterado de manera fundamental. Por conservación de 
áreas naturales se va a tomar la definición de Sunderlin et al. (2005) para conservación de bosques: la protección, 
mejoramiento o creación de bosques específicos, y/o de funciones y servicios específicos de los bosques. Se usa 
el término áreas naturales y no bosques para expandir el concepto de conservación hacia otros ecosistemas.  
5 Algunos pueden ser Organizaciones No Gubernamentales o puede tratarse de propiedad colectiva.  
6 La importancia del análisis desde una perspectiva municipal se basa en la relevancia que ha dado la 
descentralización al papel de los actores locales (comunidades, gobiernos locales, actores privados) en el manejo 
de los recursos naturales (Instituto Alexander von Humboldt [IAvH], et al, 2000), y al hecho que el único incentivo 
económico vigente en Colombia, propuesto desde el gobierno para promover la conservación de bosques, 
corresponde al nivel municipal.    5
El objetivo del presente trabajo es, por tanto, realizar un análisis microeconómico de los 
factores que determinan la decisión de los actores económicos de participar en programas de 
conservación de áreas naturales a nivel local, partiendo de dos unidades de análisis: hogares 
y gobiernos municipales. Ello puede permitir el diseño de programas de conservación más 
adecuados a las características, motivaciones, necesidades y preferencias de la población 
objetivo, que aprovechen las potencialidades de coordinación social entre los actores y 
generen mayor efectividad ante unos menores costos de monitoreo y sanción, es decir, unos 
menores costos de transacción.  
Estos objetivos se enfrentaron con una metodología combinada de análisis microeconómico 
teórico y empírico, haciendo uso de herramientas cuantitativas y profundizando a través de 
un estudio de caso con métodos cualitativos. La combinación de métodos cualitativos y 
cuantitativos constituyó una herramienta de análisis complementario para este estudio ya que 
permitió una comprensión más amplia de los procesos que se han dado en materia de 
conservación a nivel local, de las relaciones que se han establecido entre los diferentes 
actores y de las motivaciones para la conservación de las cuales no se tenía información 
cuantitativa. Además, el análisis cualitativo fue útil para determinar las variables que debían 
ser incluidas en el análisis cuantitativo, cuya utilidad radica en la posibilidad de establecer 
causalidades y generalizaciones, principales limitaciones del análisis cualitativo.  
Este documento se divide en seis secciones. La primera es la introducción. En la siguiente se 
hace un recuento de los principales programas e iniciativas de conservación de áreas 
naturales que se han desarrollado en Colombia. La tercera sección realiza una revisión de 
literatura de los trabajos relacionados con las decisiones de conservación de los agentes 
públicos y privados y de los trabajos que se han realizado para Colombia. La cuarta sección 
desarrolla los modelos económicos para gobiernos locales y hogares. La sección cinco 
presenta el análisis empírico cualitativo y cuantitativo. La última sección concluye.  
 
II. PROGRAMAS E INICIATIVAS DE CONSERVACIÓN EN COLOMBIA 
La conservación de áreas naturales por parte del Estado, se ha enfocado básicamente en el 
ordenamiento territorial
7 mediante la declaración de las Áreas Naturales Protegidas. Esta 
iniciativa se remonta a la Ley 2ª de 1959 donde se declararon 58 millones de hectáreas como 
                                             
7 La Ley 99 de 1993 define el ordenamiento ambiental del territorio como la función atribuida al estado de regular y 
orientar el proceso de diseño y planificación del uso del territorio y de los recursos naturales renovables de la 
nación a fin de garantizar  su adecuada explotación y desarrollo sostenible (IAvH et al, 2000)   6
Reservas Forestales
8 y continúa con la legislación posterior en materia de manejo ambiental 
y de los recursos naturales: Código Nacional de Recursos Naturales Renovables (Decreto 
2811 de 1974) y Ley 99 de 1993 (IAvH et al, 2000). Según los datos del Plan Nacional de 
Desarrollo Forestal (2000), de las 114 millones de hectáreas de extensión continental que 
tiene Colombia, se calcula que existen 63.9 millones de hectáreas de bosque natural (56% 
del total del país).  La mayor parte de los bosques se encuentran en propiedad colectiva (casi 
el 50%) y el resto es propiedad del Estado y propiedad privada. La distribución de los 
bosques por tipo de propiedad se presenta en la Tabla 1:  












9  10.409.081 9%  17% UAESPNN,  2006
10 
Reservas forestales y otras 
áreas declaradas protegidas 
por el Estado 
17.920.000  16%  28%  Andrade et al, 2003 
Áreas protegidas por los 
entes departamentales y 
municipales 
489.482 0.004%  0.008%  IAvH,  2003 
Área de resguardos 
indígenas  31.337.000 27%  48%  DNP,  2003 
Área territorios colectivos de 
comunidades negras  1.055.000 1%   
1.6%  DANE, 1998 
Propiedad privada  3.840.000  3%  6%  Andrade et al, 2003 
Reservas de la Sociedad 
Civil inscritas a la UAESPNN  10.744,49 0.0001% 0.0002%  UAESPNN,  2005
11 
Reservas de la Sociedad 
Civil inscritas a la ARCRNSC  50.000 0.0004%  0.0008%  ARCRNSC,  2005
12 
      
Fuente: Hernández y Penagos (2003); UAESPNN (2006); Andrade et al (2003) 
 
Además de la declaración de áreas protegidas, el gobierno ha diseñado otro tipo de 
mecanismos para la conservación, como los incentivos económicos y la inversión directa
13, 
no obstante, su aplicación no ha sido exitosa. Los principales instrumentos que se han creado 
a nivel nacional destinados a la conservación, corresponden al Certificado de Incentivo 
                                             
8 En la actualidad queda solamente 20% de las áreas reservadas inicialmente (IAvH et al, 1998)  
9 Categorías:  Parques Nacionales, Reservas Naturales, Área Única Nacional y Santuarios de Flora y Fauna 
10 www.parquesnacionales.gov.co, febrero 28 de 2006.  
11 Martha Suárez, Subdirección Técnica Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales [UAESPNN] (Comunicación personal, 3 de noviembre, 2005) 
12 Claudia Ángel, Coordinadora Nodo Cundiboyacense Asociación Red Colombiana de Reservas Naturales de la 
Sociedad Civil [ARCRNSC] (Comunicación Personal, 5 de agosto, 2005)  
13 Los instrumentos económicos buscan cambiar de manera voluntaria el comportamiento de los actores 
generando reglas en las cuales los costos ambientales ligados a una actividad económica sean incluidos dentro de 
la toma de decisión de los actores. Los instrumentos de inversión directa por parte del estado se basan en la 
selección de prioridades por parte de la autoridad correspondiente (IAvH, et al 2000)    7
Forestal de Conservación (CIF-c) y al programa de Microcuencas del Ministerio del Medio 
Ambiente
14 (IAvH  et al, 2000)
 15. El CIF-c se creó como un incentivo directo a la conservación 
del bosque natural, como compensación por los servicios ambientales que prestan. Priorizaba 
las áreas donde es fácilmente identificable el servicio de la regulación hídrica y control de la 
erosión
16 (IAvH et al, 2000). El pago del incentivo tenía un valor base, el cual debía ser 
ajustado según el tipo de bosque (primario o secundario), la altitud (mayor para las altitudes 
superiores) y el tamaño (a menor área mayor porcentaje de incentivo). Aunque el CIF-c no ha 
sido implementado por ausencia de recursos para su financiación, hay cuestionamientos 
metodológicos en cuanto al cálculo del incentivo y sobre la efectividad de este tipo de 
esquemas de subsidios para cambiar el comportamiento de los propietarios en cuanto al uso 
del suelo
17. Por otro lado, el programa de microcuencas buscaba promover acciones de 
conservación para la rehabilitación de microcuencas abastecedoras de acueductos 
municipales. Si bien la preocupación fundamental era la oferta de agua, tenía incidencia en la 
conservación de ecosistemas. No se cuenta, sin embargo, con un sistema de evaluación y 
monitoreo que permita medir los impactos del programa en materia de conservación (IAvH et 
al,  2000)   
A nivel regional y local, los programas incluyen la aplicación de instrumentos que van desde 
la inversión directa en adquisición de predios para la conservación de áreas de interés para 
los acueductos municipales (Artículo 111, Ley 99 de 1993)
 18 hasta el uso de instrumentos 
económicos y tributarios, principalmente el descuento del impuesto predial para la 
reforestación y conservación
19. Con relación a estos instrumentos, cabe anotar que según la 
Contraloría General de la República - CGR (2005), aún no se ha podido establecer la acción 
de departamentos y municipios respecto al cumplimiento del Artículo 111. Incluso, los 
                                             
14 Decreto 900 de 1997 y Programa BID-BIRF de 1994, respectivamente 
15 Según IAvH et al. (2000) existen otros incentivos que pueden tener impactos sobre la conservación de la 
biodiversidad como las tasas por uso de agua, el CIF para plantaciones y las tasas de aprovechamiento forestal, 
pero solo se tendrán en cuenta los que apuntan directamente a la conservación de bosques u otros ecosistemas.  
16 El CIF-c se deberá enfocar en bosques localizados por encima de los 2500 msnm., cuya vegetación se 
encuentre en estado primario o secundario, que se halle localizado al margen de cursos de agua  o humedales y 
que se encuentren en cuencas que surten los acueductos municipales y veredales (Artículo 3)  
17 Para un análisis de costo-efectividad del CIF de conservación ver Jaramillo (2004)  
18 Ley 99 de 1993, Art. 111, Adquisición de áreas de interés para acueductos municipales. Decláranse de interés 
público las áreas de importancia estratégica para la conservación de recursos hídricos que surten de agua los 
acueductos municipales y distritales. Los departamentos y municipios dedicarán durante quince años un 
porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos, de tal forma que antes de concluido tal período, haya adquirido 
dichas zonas. La administración de estas zonas corresponderá al respectivo distrito o municipio en forma conjunta 
con la respectiva corporación autónoma regional y con la opcional participación de la sociedad civil. 
19 La Ley 299 de 1996, Art. 14. Exención de Impuestos. Los Concejos Municipales podrán exonerar de los 
impuestos prediales a los terrenos de propiedad privada que sean reductos en los que se conserven 
adecuadamente vegetación natural y que tengan una extensión unitaria no inferior a 5 (cinco) hectáreas, o que 
hayan formulado y estén ejecutando un plan de manejo debidamente aprobado por la respectiva autoridad 
ambiental, o que hayan establecido un proyecto especifico de conservación.   8
informes de la CGR, presentan reporte de cifras sobre el cumplimiento de este artículo 
únicamente desde el año 2003 y para pocos municipios y departamentos. Por otro lado, la 
aplicación del descuento del predial por conservación tiene varios inconvenientes. En primer 
lugar, el predial es el principal ingreso propio de los municipios y una de las principales 
fuentes de financiación del gasto ambiental municipal (Vélez, 2004). Además, la principal 
renta propia de las Corporaciones son las transferencias del predial que hacen cada año los 
municipios de la jurisdicción (CGR, 2005). Por otro lado, dicho incentivo puede beneficiar en 
mayor medida a los grandes propietarios, lo cual podría generar incentivos perversos a la 
concentración de tierra y dejar por fuera ecosistemas importantes propiedad de pequeños 
propietarios rurales.   
Otro mecanismo de regulación está dado por la posibilidad de potenciar la acción colectiva 
para la cooperación alrededor de programas y proyectos de conservación
20 (Cárdenas, 
1998).  Así, paralelo a los programas del Gobierno, existen organizaciones de la sociedad 
civil como ONG y organizaciones de base dedicadas a promover la conservación de zonas 
naturales privadas de manera voluntaria. Existen, asimismo, propietarios de predios rurales 
que sin estar asociados a ninguna organización conservan voluntariamente bosques en sus 
predios. Esta situación contrasta con lo predicho por la teoría económica, teniendo en cuenta 
que mientras los beneficios de la conservación son públicos, los costos que asumen los 
particulares son privados y, por tanto, no existirían incentivos para la provisión voluntaria de 
este bien público.   
Entre estas iniciativas de conservación de tierras privadas en Colombia, es de gran 
importancia la Asociación Red Colombiana de Reservas Naturales de la Sociedad Civil -
ARCRNSC, una institución constituida por ONG, campesinos, propietarios de fincas y 
comunidades rurales o urbanas organizadas, cuya misión es promover las iniciativas de 
conservación de la sociedad civil (Palomino, 2001). Surge el 11 de noviembre de 1991 con 
doce socios fundadores y en la actualidad cuenta con 54.957 hectáreas del territorio 
nacional
21, correspondientes a 225 reservas
22 (46.667,48 has) y 11 ONG afiliadas, estas 
últimas con 8.287 hectáreas. Cuenta con  26 Grupos de Herederos del Planeta,
23 y tres 
                                             
20 IAvH et al. (2000) se refiere a estos como incentivos institucionales, aquellos que llevan a la coordinación entre 
las diferentes instituciones encargadas del manejo de los recursos naturales, y a la participación de la comunidad 
local en la gestión de los recursos (Cárdenas, 1998). 
 
21 Área que comparada con la registrada en 1997 (14,926 hectáreas) significa un aumento de 35 mil hectáreas. En 
todo caso, el porcentaje es bajo al compararlo con el total de bosque en  propiedad privada, del cual el 1.3 por 
ciento está inscrito a la Red.  
22 Ver Anexo 1. Mapa de ubicación de las reservas 
23 Los Grupos Locales de Herederos del Planeta están conformados por los hijos e hijas de asociados a la Red, 
con edades entre los 6 y 26 años, quienes realizan un trabajo ambiental, apoyados y acompañados por una o más   9
Asociados Honorarios. La ARCRNSC es la organización de este tipo con mayor presencia a 
nivel nacional
24. Según Mansilla (1996), la Red es una “comunidad de intereses”, que 
promueve la acción colectiva a favor del medio ambiente, y que surge como una forma de 
presión social ante el Estado colombiano en busca de una legislación que los ampare”.   
La Red no es la única organización que promueve estas iniciativas, y a nivel local y regional 
se han dado procesos de este tipo enfocados a promover la conservación de los recursos 
naturales, mediante la educación ambiental y  otras estrategias. Es así como el proceso de la 
conservación desde la sociedad civil en Colombia ha involucrado una gran diversidad de 
actores que incluye grandes y pequeños propietarios, de origen urbano y rural, 
organizaciones de base y otras ONG, propietarios que combinan la conservación con la 
producción hasta casos donde la conservación alcanza el 100 por ciento de los predios. Este 
proceso se diferencia del que se ha dado en otros países como Chile, donde el movimiento 
se ha caracterizado por ser generado por propietarios de estratos económicos altos quienes 
han ido adquiriendo predios con el objetivo de proteger sus valores escénicos, y donde 
existen pocos ejemplos de zonas de conservación comunitarias (Corcuera, et al, 2002).  
En Colombia, estas iniciativas están contempladas en la Ley 99 de 1993, artículos 109 y 110 
que define la Reserva Natural de la Sociedad Civil – RNSC - como “la parte o el todo del área 
de un inmueble que conserve una muestra de ecosistema natural y sea manejado bajo los 
principios de sustentabilidad en el uso de los recursos naturales, excluyendo áreas donde se 
exploten recursos maderables, admitiéndose solo la explotación maderera de uso doméstico, 
dentro de los parámetros de sustentabilidad”
25. Estos artículos están reglamentados en el 
Decreto 1996 de 1999, el cual estableció los procedimientos para el registro ante el Estado y 
los derechos y deberes de los titulares. La responsabilidad de llevar a cabo el registro fue 
delegada a la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales.
26   
De estos actores, a excepción de las familias que son beneficiadas por el descuento en el 
                                                                                                                                              
reservas y/o organizaciones asociadas a la Red.  En total son aproximadamente 1000 integrantes 
(www.resnatur.org.co)  
24 La Red tiene presencia en 22 de los 32 departamentos del país y en 111 municipios (ver Anexo 2. Distribución 
de las reservas por departamentos)  
25 Se entiende por muestra de ecosistema natural, la unidad funcional compuesta de elementos bióticos y 
abióticos que ha evolucionado naturalmente y mantiene la estructura, composición, dinámica y funciones 
ecológicas. Decreto 1996  
26 Los derechos de los titulares de las RNSC registradas ante el Ministerio son: participación en procesos de 
planeación de programas de desarrollo, consentimiento previo en la ejecución de inversiones públicas que las 
afecten y el derecho a los incentivos que el gobierno debe crear (Decreto 1996 de 1999)    10
impuesto predial
27, los demás no reciben una compensación por los servicios ambientales. 
Ello conduce a explorar otro tipo de motivaciones para conservar bosques que pueden ir 
desde los beneficios directos para mejorar su actividad económica, hasta aspectos como el 
altruismo (por presentes y futuras generaciones) y la acción colectiva
28. 
 
III. LAS DECISIONES DE CONSERVACIÓN DE AREAS NATURALES 
Los beneficios derivados de la conservación de áreas naturales son bienes públicos provistos 
por dos tipos de actores: los gobiernos y la sociedad civil. Por eso, este capítulo presenta la 
revisión de la literatura sobre las motivaciones para (i) las decisiones de inversión en 
actividades relacionadas con la conservación de los gobiernos locales (ii) las decisiones de 
conservación de áreas privadas y (iii) los estudios que se han desarrollado en Colombia 
relacionados con estos dos temas. 
3.1.  Decisiones de conservación de los gobiernos locales 
Los beneficios derivados de la conservación de áreas naturales son bienes públicos provistos 
en parte por los gobiernos locales y, por eso, es necesario analizar el proceso de decisión de 
los gobiernos municipales en la provisión de bienes públicos. Los modelos de decisión de los 
municipios en la provisión de bienes públicos describen el comportamiento de los gobiernos 
locales frente a las preferencias de los ciudadanos de su localidad. Dichos modelos han sido 
analizados por las teorías del federalismo fiscal que, en un primer momento, desarrollaron el 
análisis de la asignación óptima de funciones entre los diferentes niveles de gobierno y, en 
una segunda generación, han explorado las estructuras institucionales del sector público en 
términos de los incentivos que provee para la toma eficiente de decisiones
29 (Oates, 2004). 
La principal idea de la primera generación de modelos del federalismo fiscal, respecto al 
papel del gobierno, es su rol en la corrección de las fallas de los mercados, en particular en la 
provisión de bienes públicos. El supuesto implícito es que las agencias del gobierno, al ser 
                                             
27 Ejemplos de esto se encuentran en Buga, Tulua, Pasto, San Martín (Ministerio de Medio Ambiente, 2002). El 
descuento se realiza en más o menos 50 municipios del país y a 15 RNSC inscritas a la ARCRNSC (Jairo 
Rodríguez, Coordinador Área Legislación y Política, ARCRNSC. Comunicación Personal, 3 de febrero de 2006)  
28 Desde la sociedad civil se han promovido otro tipo de herramientas de conservación como las servidumbres 
ecológicas, herramienta jurídica que consiste en un acuerdo voluntario y legalmente vinculante que limita ciertos 
tipos de uso en parte de una propiedad tanto en el presente como en el futuro, para proteger sus valores 
ecológicos.   
29 La segunda generación aborda temas como el proceso político y el comportamiento de los agentes políticos y 
los problemas de asimetría de la información. Para esto ha tomado elementos de la teoría de juegos, de la 
economía de la información, de la nueva teoría de la firma, de la teoría de la organización y de la teoría de los 
contratos. (Oates, 2005)   11
garantes del bien común, buscan maximizar el bienestar social por algún tipo de 
benevolencia o por las presiones electorales en el sistema democrático (Oates, 2005). En un 
sistema de gobierno de múltiples niveles, cada nivel busca maximizar el bienestar de su 
respectivo electorado. Oates (1972) postuló el Teorema de la Descentralización, según el 
cual, el mayor nivel de bienestar se alcanza cuando cada jurisdicción actúa como agente 
competitivo, proporcionando niveles pareto-eficientes de consumo. Esto sucede gracias a que 
los gobiernos locales conocen mejor que los gobiernos centrales las preferencias de los 
ciudadanos y otras circunstancias locales (Oates, 2005).  
Las bases para el modelo de determinantes del gasto local para la provisión de bienes 
públicos provienen del modelo teórico de Tiebout (1956), relacionado con la competencia 
interjurisdiccional, según el cual el desplazamiento de los individuos entre jurisdicciones es el 
mecanismo que permite una asignación eficiente de bienes públicos
30. Bajo estas 
circunstancias la provisión de bienes públicos de los gobiernos locales respondería a la 
demanda de los ciudadanos de su respectiva jurisdicción. Sin embargo, este modelo propone 
trabajar desde la oferta y no desde la demanda, teniendo en cuenta las dificultades que 
existen para la revelación de las preferencias. 
Basada en la teoría del proceso de decisión social (public choice)
31,  la construcción 
conceptual más utilizada para obtener una función de demanda local de bienes públicos, que 
refleja la agregación de las preferencias individuales, es el modelo del votante mediano. 
Desarrollado en primer lugar por Borcherding y Deacon (1972) y Bergstrom y Goodman 
(1979), este modelo supone que los niveles de impuestos y gastos que se deciden a través 
del esquema de votación por mayoría simple, coincide con aquellos preferidos por la mayoría 
de la sociedad, representada por el votante mediano
32. La demanda depende de las variables 
tradicionales precio e ingreso, así como de ciertas características demográficas de la 
localidad. 
Dentro del campo de la economía pública, el subcampo del federalismo fiscal que estudia la 
distribución de funciones entre los niveles de gobierno para la adopción de decisiones 
ambientales es el federalismo ambiental (environmental federalism). La idea fundamental 
detrás de esta literatura es que la responsabilidad de proveer un servicio ambiental particular 
                                             
30 Según este modelo, los hogares seleccionan la comunidad donde viven basados en sus preferencias por bienes 
públicos locales. 
31 Bajo esta aproximación el resultado observado es visto como aquel determinado por un proceso específico de 
elección colectiva el cual puede estar asociado con la demanda de alguno de los votantes decisivos (Oates, 1996) 
32 El votante mediano corresponde al individuo que elige un nivel de provisión del bien público considerado muy 
alto por la mitad de los votantes y muy bajo por la otra mitad.    12
debe corresponder a la jurisdicción más pequeña dentro de cuyos límites se perciben los 
costos y beneficios asociados con ese servicio (Oates y Portney, 2003)
33.  
La introducción de los grupos de presión en la toma de decisiones desde la teoría de la 
Elección Pública, relacionada con la política ambiental, es aplicada por Aidt (1998), quien 
desarrolla un modelo en el cual el gobernante persigue sus propios intereses, buscando 
maximizar su apoyo político. Ello resulta en una función objetivo que incluye argumentos 
tanto del bienestar social como de las contribuciones políticas por parte de los grupos de 
interés. Según este modelo, si todos los agentes tienen sus intereses bien representados en 
los grupos de interés, las externalidades son internalizadas mediante el proceso político, 
llevando a los gobernantes a elegir tanto niveles eficientes de la actividad generadora de la 
externalidad, como a emplear elementos de regulación eficientes.  
Además de estas teorías, según Andersson, et al (2006) existen otras dos tendencias que 
analizan la descentralización. Estas teorías afirman que los gobernantes tienen sus propias 
metas e intereses en mente, las cuales influencian sus decisiones en términos de las políticas 
que desarrollan, incluyendo aquellas relacionadas con los recursos naturales. La primera 
aproximación está basada en la idea que las fallas de descentralización se deben a que el 
gobierno central no provee a los gobiernos locales con suficientes recursos financieros y 
administrativos (Agrawal y Ribot, 1999;  Pacheco y Kaimowitz, 1998; Gibson, 1999, Larson, 
2002). La segunda argumenta que, adicional a recursos suficientes, una descentralización 
verdadera requiere la combinación de devolución significativa de poderes al gobierno local, 
con la responsabilidad ante sus electores. Esto requiere de instituciones locales efectivas que 
puedan crear empoderamiento en los gobernantes locales para responder a las preferencias 
de su electorado (Manor, 1999; Rolla, 1999; Blair 2000, Larson, 2002).  
Siguiendo a Andersson et al. (2006), entre estos autores, algunos han analizado los factores 
que pueden influenciar el interés de los políticos locales para llevar a cabo su mandato en 
términos de la gobernabilidad de los recursos naturales. Larson (2002) encuentra que la 
gobernabilidad de los bosques municipales depende de las motivaciones económicas de los 
políticos locales, es decir, los beneficios financieros que ellos obtengan de realizar este tipo 
de actividades. Andersson (2003) y Gibson y Lehoucq (2003) concluyen que los incentivos 
institucionales, como la presión de los grupos de usuarios organizados y la supervisión del 
                                             
33 De esta forma los niveles de servicios públicos pueden ajustarse a condiciones específicas de cada jurisdicción. 
Sin embargo, existe la posibilidad que la competencia interjurisdiccional lleve a que los gobernantes locales 
determinen impuestos demasiado bajos o estándares ambientales demasiado laxos, que lleven a niveles de 
provisión de bienes públicos o niveles de contaminación indeficientes. Lo que Oates (1999) denominó race to the 
bottom.   13
gobierno central, son claves para explicar el interés de los gobiernos locales en las 
actividades relacionadas con los recursos naturales.  
A partir de estos estudios, Andersson et al. (2006) se aproximan al problema de la 
gobernabilidad de los bosques desde la perspectiva del gobernante local, como individuo que 
se preocupa por mantenerse en el poder y, por tanto, debe decidir como destinan su tiempo y 
recursos limitados para alcanzar objetivos tanto políticos como programáticos. En este 
sentido, “las decisiones de los gobiernos municipales estarían determinadas por la estructura 
de incentivos
34 que los gobernantes locales enfrentan y que surgen de los patrones de 
interacción entre los políticos locales y una variedad de actores como los usuarios de los 
recursos, el gobierno central y los grupos de interés privados” (Andersson et al, 2006, p. 581). 
El argumento principal de este trabajo es que los políticos locales invertirían tiempo y 
recursos en actividades forestales si obtuvieran retornos políticos o financieros de esto.  
Para comprobar estas hipótesis, realizan un estudio en Guatemala y Bolivia, usando los datos 
de una encuesta realizada a 100 gobernantes municipales de cada país. En estas encuestas 
solicitan información sobre sus prioridades de política, las relaciones con el gobierno central, 
las agencias no gubernamentales y los ciudadanos, y algunos datos biofísicos y 
socioeconómicos de cada municipio. Como resultado, encuentran que las variables de 
incentivos institucionales (percepciones sobre las demandas locales de los grupos 
organizados y la percepción del  apoyo y sanciones del gobierno central) explican de manera 
más consistente el comportamiento de los gobernantes municipales.  
La importancia de los factores institucionales se presenta también en Lowry (1998). Según el 
marco teórico de este estudio, la provisión pública de bienes intergeneracionales, en 
particular de tierras preservadas, está determinada por la existencia de coaliciones de 
intereses
35 con representación política y la presencia de una agencia pública responsable del 
bien en cuestión. En un análisis para 148 países este autor encuentra que las 
aproximaciones para estas dos variables
36 son significativas y explican en gran medida la 
variación en  el porcentaje de área protegida entre países.  
 
                                             
34 La estructura de incentivos está compuesta por los retornos y costos económicos y financieros  
35 Las coaliciones son los diferentes actores que persiguen una posición política dentro de un subsistema.   
36 Como proxy de las coaliciones usa el producto de la tasa de alfabetismo con el porcentaje de la población 
urbana y para las coaliciones alternativas la importancia de los otros sectores (agrícola y extractivo) en el PIB.  
Para la agencia gubernamental usa la presencia de una agencia centralizada para el manejo de los parques y los 
años desde que tal agencia existe.    14
3.2.  Las decisiones de conservación de áreas privadas 
Las decisiones de conservación de áreas naturales por parte de los agentes privados se 
derivan  de sus decisiones sobre el uso de los ecosistemas y los patrones de uso del suelo. 
Las principales intervenciones humanas que llevan a cambios en el ecosistema son la 
conversión de tierra de un uso a otro (i.e. desarrollo residencial) y cambios en las prácticas 
que tienen lugar en usos específicos del suelo (i.e. mejores prácticas agrícolas) (Bockstael et 
al, 1995). De la comparación entre los beneficios y los costos de los diferentes usos 
alternativos del suelo surge la regla de asignación óptima, la cual se alcanza cuando el 
beneficio marginal de conservar el bosque se equipara al beneficio marginal de conversión 
del suelo para usos productivos
37(Barbier y Burgess, 1997).  
Las decisiones de conversión del uso del suelo han sido modeladas de manera dinámica, 
principalmente mediante la estimación de las probabilidades de transición entre estados del 
uso de la tierra (Bockstael et al, 1995, Irwin y Bockstael, 2004). La probabilidad de una 
parcela de pasar de un estado (i.e. natural) a otro (i.e. agrícola o residencial) depende  de 
factores relacionados con los valores de los diferentes usos alternativos (costos de 
oportunidad)  y los costos de conversión (Bockstael, 1996). Dichos costos dependen de 
factores como variables biofísicas relacionadas con las características del predio (i.e. calidad 
de los suelos, pendiente, tamaño), atributos de ubicación (i.e. distancia a centros urbanos), 
variables de política que incentivan o desincentivan ciertos usos del suelo (i.e. regulaciones 
sobre el uso del suelo),  presencia de servicios públicos; variables socioeconómicas de los 
propietarios (i.e. fuentes de ingresos alternativas), la presencia de incertidumbre y las 
interacciones entre propietarios vecinos que pueden generar externalidades (Boskstael, 1996; 
Irwin y Bockstael, 2004).  
Los agentes privados también pueden decidir participar o no en programas de conservación. 
Dicha decisión depende de los mismos factores que determinan el uso del suelo y de otros 
factores específicos a los programas, que definen los costos y beneficios de participar
38, tales 
como la información y difusión del programa, la confianza que genera la entidad que lo 
promueve, la efectividad del monitoreo, las características individuales de los propietarios y 
los pagos al esfuerzo por conservación. Lee et al. (2005) realizan un análisis del programa de 
                                             
37 Los beneficios netos de conversión a usos agrícolas salen de la producción de bienes agrícolas en las nuevas 
tierras, e incluyen  los costos que surgen de la degradación del suelo,  los costos de conversión y las ganancias 
por la madera.  
38 La participación en este tipo de programas genera un mayor compromiso respecto al uso del suelo para 
conservación y por tanto una menor flexibilidad para destinarlo a usos alternativos. Este compromiso puede ser 
percibido como mayor, dependiendo de la entidad que promueva el programa (i.e. entidad gubernamental) y la 
efectividad del monitoreo.   15
“Pagos a Servicios Ambientales” – PSA - de Costa Rica, en el cual buscan identificar los 
factores que determinan la participación de los propietarios de fincas en este programa, 
partiendo de los factores que encuentran en la literatura previa como relevantes: tamaño de 
la finca (Ayuk, 1997; Cavennes y Kurtz, 1993; Chambers y Foster, 1983; Thacher et al, 1997), 
derechos de propiedad sobre la tierra (Godoy, 1992; Hyman, 1983; Schuk et al, 2002), 
calidad del suelo (Adesina y Chianu, 2002, De Souza Filho, 1997), demanda laboral y 
disponibilidad de trabajo (De Graff, 1993), ingreso (Sureshwaran et al, 1996; Thacher et al, 
1997), características del jefe de hogar como edad y capital humano (Ayuk, 1997; Chambers 
y Foster, 1983; Nagubadi et al, 1996; Rahm y Huffman, 1984), acceso a información sobre el 
programa y su difusión (Adesina y Chianu, 2002; Adesina, et al 2000; Thacher et al 1997). 
Mediante un modelo binario analizan la decisión de participación de los propietarios en 
alguno de los tres programas del PSA: reforestación, protección del bosque y manejo 
sostenible.  Encuentran que el tamaño de la finca, el capital humano, el porcentaje de 
ingresos externos a la finca, y el acceso a la información sobre el programa, influencian 
significativamente la participación. 
Además de las variables que determinan el costo de oportunidad de las decisiones 
relacionadas con la conservación, los valores, las actitudes y las intenciones pueden 
configurar las preferencias conservacionistas de los agentes (Lynne et al, 1988). Ello se 
evidencia por la existencia de propietarios que realizan conservación voluntaria, no motivada 
exclusivamente por incentivos económicos. Incluso, algunos estudios han demostrado que 
las áreas forestales protegidas, destinadas al desarrollo de alternativas productivas no 
dañinas para el medio ambiente como el ecoturismo, no generan los beneficios esperados 
para las comunidades locales y que la rentabilidad de estas producciones no es un incentivo 
para la conservación (Southgate, 1997).  
Lynne et al. (1998) incorporan el papel de las actitudes
39 y creencias en las decisiones de los 
agricultores hacia prácticas de producción conservacionistas. Para su estimación, usan como 
variable dependiente el esfuerzo dedicado a conservación del suelo y entre las variables 
independientes incluyen actitudes
40 y creencias. Los datos se obtienen mediante una 
                                             
39 Los valores son definidos como el criterio para juzgar la conveniencia de una acción y al combinarse con las 
creencias forman las actitudes, las cuales son definidas como el grado de creencia que una consecuencia va a 
ocurrir  multiplicado por una evaluación de esa consecuencia. “Si los individuos dan importancia a un valor 
particular asociado a la conservación, se puede esperar una evaluación positiva hacia las actividades que 
promueven la conservación. Los economistas dirían que los individuos obtienen mayor utilidad”(Lynne, et al, 1988, 
p. 13) 
40 Para medir esto usan una serie de variables instrumentales para los valores terminales planteados por 
Rockeach (1973). Los valores terminales son vistos como el objetivo final de todo comportamiento, entre los que 
se encuentran: vida confortable, vida excitante, felicidad, un mundo bello, seguridad familiar.    16
encuesta en tres condados de la Florida y encuentran que, además de las variables 
tradicionales, las variables que usan para medir las creencias y las actitudes tienen el signo 
esperado y resultan significativas para explicar el comportamiento hacia la conservación por 
parte de los agricultores.  
Por otro lado, la teoría de la acción colectiva y la economía experimental (Cárdenas, 1998; 
Cárdenas y Carpenter, 2005; Ostrom, 1999; Bowles, 2005, Andreoni, 2004) han demostrado 
que existen otras motivaciones dadas por argumentos sociológicos y socioculturales que 
determinan la toma de decisiones de los individuos. Las instituciones y las normas sociales 
juegan un papel fundamental en la toma de decisiones por su efecto en las preferencias y el 
comportamiento, lo que permite bajo ciertas circunstancias superar dilemas sociales, como la 
provisión subóptima de bienes públicos (Ostrom, 1998). El comportamiento de cooperación 
alrededor del uso sostenible de los recursos naturales estaría influenciado por factores 
relacionados con las funciones de producción y dotaciones iniciales de los individuos, con el 
nivel de predictibilidad de los flujos de bienes y servicios percibidos, con la relativa escasez 
del recurso
41, con los niveles de dependencia frente al recurso, con la posibilidad de 
oportunismo (free-rider), con la capacidad de la comunidad para sustentar los acuerdos, con 
la presencia de líderes y organizaciones comunitarias y con el nivel de autonomía en generar 
reglas colectivas, entre otros factores (Ostrom, 1999).  
Factores relacionados con las emociones y las normas sociales que explican el 
comportamiento de las personas pueden ser, el altruismo, la satisfacción de dar (warm glow), 
la reciprocidad,  la pena, la culpa y la confianza (Bowles, 2005; Andreoni, 2004; Ostrom, 
1999). Para el caso de conservación de ecosistemas el altruismo puede darse hacia las 
presentes y las futuras generaciones y hacia otras especies. La importancia de incorporar 
estos elementos en la explicación de los comportamientos conservacionistas de los agentes, 
radica en que programas encaminados a promover la conservación, como los incentivos 
económicos, pueden aumentar los esfuerzos de conservación, pero la respuesta va a 
depender de las actitudes hacia la conservación que tengan los posibles beneficiarios de 
dichos programas (Lynne et al, 1988).   
3.3.  Los determinantes de la conservación de áreas naturales en Colombia 
En Colombia, se han desarrollado algunos estudios cualitativos y cuantitativos sobre los 
factores relevantes en el diseño de programas de incentivos a la conservación. Los estudios 
cualitativos han identificado factores como la estructura institucional (IAvH et al, 2000), la 
                                             
41 Tierra, sobretodo calidad de la tierra y recursos hídricos,  en el caso de la conservación de ecosistemas.   17
estructura de costos y beneficios (IAvH, et al, 2000; Rudas, 1995) y la costo efectividad del 
instrumento (Jaramillo, 2004). Luego de realizar un recuento de los incentivos existentes en 
Colombia, IAvH et al (2000), identifican como elementos clave para el diseño de un sistema 
de incentivos
42 a la conservación y uso sostenible de la biodiversidad, la adaptación al nivel 
local/regional, los regímenes de derechos de propiedad, la naturaleza del recurso biológico, la 
estructura de costos (costos de oportunidad y costos de transacción), y la identificación de los 
mecanismos de financiación y seguimiento.  
En términos del análisis costo-beneficio y costo-efectividad de los instrumentos para 
promover la conservación, se encuentran los trabajos de Rudas (1995) y Jaramillo (2004). El 
primero desarrolla una metodología de estimación de incentivos económicos, para que 
aquellos que reciben beneficios por la conservación de cuencas hidrográficas compensen a 
quienes hacen los esfuerzos de conservación. Este análisis se basa en la comparación entre 
el costo de oportunidad de conservación para los propietarios de tierras y los beneficios que 
se derivan de la protección,  por la estabilidad de los caudales en épocas de sequía y el 
control del contenido de sedimentos del agua
43.  Es un trabajo teórico que se enfoca en los 
beneficios generados por la conservación para un tipo particular de usuarios: los acueductos. 
El segundo trabajo realiza un análisis cualitativo de costo-efectividad de los instrumentos 
diseñados en Colombia para incentivar los usos de conservación de la tierra (CIF de 
conservación y ordenamiento territorial). Encuentra que dichos instrumentos no cumplen con 
los objetivos previstos conducentes a la asignación del suelo a conservación socialmente 
eficiente a un mínimo costo.  
Además de los costos, los beneficios y la efectividad del instrumento es necesario tener en 
cuenta las preferencias de los posibles interesados en participar en los programas de 
conservación. Carranza (1999), mediante una encuesta de valoración Conjoint  en tres 
veredas del municipio de Encino (Santander), determinó las preferencias de las personas en 
la participación en programas de conservación, y los factores que inciden en esas 
preferencias. Encuentra que las personas entrevistadas prefieren vincularse en algún 
programa de conservación ambiental
44 y concluye que, entre todas las estrategias sometidas 
a elección, el más atractivo fue el CIF de Conservación. Los atributos que resultaron 
                                             
42 Se refiere a sistema de incentivos  porque involucra tanto incentivos económicos como incentivos 
institucionales, que tienen como objetivo motivar cambios voluntarios  en las decisiones de uso por parte de los 
actores económicos.  
43 Para relacionar los costos de protección de las cuencas con los beneficios, es preciso conocer la relación que 
existe entre distintos niveles de cobertura boscosa y el comportamiento de los caudales. Para esto Rudas (1995) 
presenta estimativos de dicha relación realizados para el caso colombiano.  
44 Las posibilidades que incluyó fueron: no vincularse a ningún programa, CIF reforestación, CIF conservación, 
Servidumbres Ecológicas, Programa de Microcuencas y Plan Independiente.    18
significativos y con el signo esperado fueron la duración del programa y la entidad que lo 
realiza
45. Variables como el tamaño de la finca, contrario a lo esperado, no resultó 
significativa. Otras variables como el costo y los beneficios del programa, aunque 
significativas, no resultaron con el signo esperado. 
Por el lado de los gobiernos municipales, Vélez (2004) identifica los determinantes del gasto 
ambiental en los municipios colombianos, partiendo del modelo de escogencia pública local 
del votante mediano (Borcherding y Deacon, 1972; y Bergstrom y Goodman, 1973). La 
muestra incluye los 411 municipios que reportaron la cuenta administración y protección del 
medio ambiente ante la Contraloría General de la República, para el año 1998. Los 
resultados obtenidos indican que el mayor porcentaje de variación en el gasto por habitante 
entre los municipios del país es explicado principalmente por el tamaño de la población, 
seguido por los costos de provisión, la presencia institucional, la magnitud de la deuda 
pública y las necesidades ambientales, representadas en el índice de presión sobre el capital 
natural.  
Estos trabajos presentan elementos claves relacionados con los factores que determinan las 
decisiones de los actores económicos en cuanto a conservación e inversión ambiental. Sin 
embargo, en Colombia no se ha hecho ningún trabajo que analice desde una perspectiva 
teórica y empírica, la forma como se relacionan las decisiones de conservación de áreas 
naturales entre los dos tipos de actores con más incidencia en ese tema a nivel local -
gobiernos locales y propietarios privados-. Tampoco se ha realizado ningún trabajo que 
incorpore el papel de factores relacionados con las emociones y las normas sociales, como 
las actitudes altruistas, en el comportamiento conservacionista de los propietarios privados; ni 
la importancia que tienen los factores institucionales en las decisiones de inversión de los 
gobiernos locales en actividades relacionadas con la conservación. 
 
IV. MODELO TEÓRICO  
Desde la perspectiva de la elección pública y el federalismo fiscal, los gobiernos locales 
buscan maximizar el bienestar de su electorado, el cual depende del consumo de bienes 
públicos y privados. Sus decisiones son también influenciadas por la presencia de grupos de 
interés y por la posibilidad de combinar instrumentos de política para alcanzar sus objetivos. 
Al mismo tiempo, los hogares toman decisiones sobre el uso del suelo en sus propiedades 
                                             
45 Reflejando preferencia por las instituciones con mayor cobertura a nivel nacional y por programas con mayor 
duración.    19
entre usos productivos y conservacionistas. Dichas decisiones dependen, entre otras cosas, 
de las políticas que los gobiernos locales establecen.  A continuación se desarrollan los 
modelos de toma de decisiones del gobierno local y de los hogares. El objetivo de los 
modelos es examinar las interacciones entre las decisiones que toman estos dos tipos de 
agentes y entender como las diferentes opciones de política influencian en las decisiones de 
los hogares.   
4.1.  Los gobiernos municipales 
No solo el bienestar general determina las decisiones del gobierno relacionadas con la 
provisión de bienes públicos o con el manejo de los recursos naturales.  “Actores como los 
usuarios locales de los recursos, los gobiernos centrales y los grupos de interés juegan roles 
muy importantes en el manejo descentralizado de los bosques, ya que determinan en parte 
los incentivos que los gobernantes enfrentan. Su influencia se refleja mediante el grado de la 
presión política o los retornos financieros que los gobernantes perciben cuando interactúan 
con cada uno de estos actores. Esto indica que los gobernantes van a estar más interesados 
en realizar una actividad determinada si encuentran una ventaja política al hacerlo” 
(Andersson et al, 2006, p. 576) 
El modelo que se presenta a continuación se basa en la especificación del modelo de 
agencia común de Aidt (1998)
46 en el cual los gobiernos buscan maximizar el bienestar 
general y la cantidad total de contribuciones
47 realizadas por cada uno de los grupos de 
interés. La relación entre el gobierno (agente) y los J grupos de interés (principales) es 
modelado como agencia común. El equilibrio político se alcanza mediante un juego de dos 
etapas, en el cual los grupos de interés eligen simultáneamente sus contribuciones políticas 
tomando la contribución de los otros grupos de interés como dadas y anticipando la 
optimización política del gobierno.  En la segunda etapa el gobierno toma la decisión política 
óptima y recibe las contribuciones políticas. El modelo desarrollado por Aidt (1998) supone 
que algunos individuos, por razones que no se especifican, son más exitosos para 
organizarse y ofrecer contribuciones al gobierno, mientras que otros individuos no se 
organizan. Dichas contribuciones son contingentes a las decisiones de política que el 
gobierno realice. El proceso electoral subyacente no está especificado  en el modelo y, por 
                                             
46 El modelo básico de agencia común se debe a Bernheim y Whinston (1986). Un modelo de agencia común 
representa la situación que aparece cuando varios principales (grupos de presión) buscan que un agente 
(gobierno) realice acciones que puede ser costosas para el agente realizar (Aidt, 1998). 
47 Estas contribuciones pueden ser vista como los aportes –dinero o tiempo- hechos por los grupos de interés 
organizados a la campaña en la época preelectoral, bajo el supuesto que los gobiernos cumplen sus promesas; o 
como contribuciones para un proceso de reelección.   20
tanto, no es clara la forma en que el gobierno tiene en cuenta las contribuciones para las 
campañas.  
En el municipio hay N hogares y J grupos de interés. Al modelo especificado por Aidt (1998) 
se le incluye una modificación con respecto a la posibilidad de que los grupos de interés 
puedan influir de manera diferente en la toma de decisiones, incluyendo un parámetro  j α  
para j = 1,…, J, que indica que la efectividad de la contribución para alcanzar un objetivo de 
política varía entre los grupos de interés.  Según Bernheim y Whinston (1986) esta 
especificación es equivalente al caso de utilidad perfectamente transferible, donde el 
gobernante da el mismo peso a las contribuciones de cada grupo de interés. La función 
objetivo del gobierno,  está dada por:    
  ) ), , ( ( ) ), , ( (
1
X G S M W X G S M jC
J
j
j θ α + = Γ ∑
=
     (1)  
Donde  j C es la contribución del grupo de interés j,  0 ≥ θ es el peso que el gobierno atribuye al 
bienestar social W, que incluye tanto a la población que no está representada por los grupos 
de interés como a los grupos de interés. El grupo de interés j   recibe un retorno a su 
contribución de  j jC α . El peso que el gobierno otorga a cada grupo de interés, j j j ϕ η α = , está 
determinado por la fracción de la población que está en ese grupo de interés ( j η ) y por un 
parámetro que determina el poder que tiene cada grupo de interés de influir la decisión del 
gobernante diferente al tamaño, por ejemplo, su poder económico ( j ϕ ). Ello indica que los 
grupos más poderosos políticamente, es decir, los que tienen mayor influencia, son aquellos 
que pueden compensar a sus agentes a un menor precio (Berheim y Whiston, 1986), en parte 
por su tamaño, ya que el costo marginal del lobby es creciente, mientras que el lobby es un 
bien público para el grupo. Así, los grupos de presión grandes pueden distribuir las 
contribuciones entre más miembros y reducir el costo marginal de la contribución por 
miembro. Esto los vuelve más proclives a elevar su contribución (Ferguson y Querubín, 
2005)
48. Por otro lado, si es un grupo con gran poder económico, puede hacer mayores 
contribuciones e influenciar de esta manera el comportamiento del gobernante más a su favor 
en relación con los otros grupos de interés.  
                                             
48Sin embargo, siguiendo a Olson (1965) en The logic of collective action: Public goods and the theory of groups,  
los grupos de presión grandes son más difíciles de crear por el problema de free riding, (como se cita en Ferguson 
y Querubín, 2005)   21
La función de bienestar de los diferentes grupos depende del bien público M, que consiste en 
los beneficios derivados de la conservación de bosques y de X, el bien privado que se toma 
como bien numerario. Similar al modelo de Muller y Albers (2004) para el manejo de áreas 
protegidas, el gobierno tiene dos instrumentos para proveer el bien público: provisión por 
parte del gobierno local mediante inversiones en conservación ( G)  e incentivos a la 
conservación privada (S).  Cada política tiene un costo de implementación, definido 
respectivamente como ) (G KG y  ) (S KS
49. Para facilidad del modelo, al igual que Aidt (1998), 
se supone que los esquemas de contribución de los grupos de interés son globally truthful, lo 
que indica que las contribuciones políticas de un grupo de interés en todo el esquema reflejan 
las preferencias verdaderas del grupo de interés. Entonces,  ) ), , ( ( X J S M C j es igual a la 
función de bienestar del grupo de interés  j W menos una constante  j B , que indica el beneficio 
neto en equilibrio del grupo de interés j,  j j j j j B W C − =α α  (Grossman & Helpman, 1994)
50.  
Ahora la función objetivo del gobernante puede representarse como:  
) ), , ( ( ) ), , ( (
1
X G S M W X G S M W
J
j
j j θ α + = Γ ∑
=
 (2) 
El supuesto de contribuciones globally truthful  lleva a que el gobierno se comporte como si 
estuviera maximizando una función de bienestar social ponderada que da un peso diferente a 
los diferentes miembros de la sociedad, donde los miembros de los diferentes grupos de 
interés reciben un peso de  ) ( θ α + j  y los grupos no representados un peso menor de  θ  
(Grossman & Helpman, 1994)  
Como estamos suponiendo una función de bienestar benthamita, Γ podría expresarse como:  
) ), , ( (
) (
) ), , ( ( ) (
1 X G S M W
N
n N




+ + = Γ ∑ = θ α θ    (3)  
Donde  ∑ = =
J
j j n
1η  es el total de la población que está representada.  
La restricción presupuestal estaría dada por:    
) ( ) (    S K G K X I S G + + =   (4) 
                                             
49 Dichos costos incluyen los costos de monitoreo y demás costos de transacción que pueden variar dependiendo 
del instrumento que se use.  
50 Formalmente las contribuciones truthful, para el caso de utilidad perfectamente transferible, tienen la forma: 
) , 0 max( j j j B W C − =  (Grossman & Helpman, 1994)    22
La decisión política óptima sería entonces un esquema de política [M(S,G),  X],  que 
constituye el argumento maximizador de la función de bienestar ponderada expresada en (3), 
sujeto a la restricción presupuestal (4), que estaría dado por las siguientes condiciones de 
primer orden:  
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Dichas condiciones indican  que el gobierno local provee el  bien público mediante cada uno 
de los instrumentos hasta el punto en que la suma ponderada de los beneficios marginales de 
los diferentes grupos por la provisión  mediante cada instrumento, sea igual al costo marginal 
de cada política. En el caso en que los beneficios marginales que se generan mediante cada 
instrumento fueran iguales ( G M S M ∂ ∂ = ∂ ∂ ), la provisión óptima se daría en el punto en que 
los costos marginales de provisión sean iguales para ambos instrumentos 
( G K S K G S ∂ ∂ = ∂ ∂ ).  Por tanto, el uso de cada instrumento dependerá de los costos de 
provisión por medio de éste y del instrumento alternativo, el ingreso, la población y el peso 
que le da el gobierno a cada uno de los grupos de interés y al bienestar general; además de 
otras variables municipales como variables biofísicas y socioeconómicas que determinan las 
necesidades de los municipios. La función de provisión municipal del bien público estaría 
dada por una función que depende de dichos factores: ) ,..., , , , , ( 1 J n N I G α α θ =
51 
4.2.  Los agentes privados 
Los hogares que tienen predios rurales toman decisiones simultáneas sobre producción, 
consumo, oferta y demanda de factores y, por tanto, el modelo más adecuado para realizar 
                                             
51 Los posibles grupos de presión relacionados con la conservación pueden ser grupos ambientalistas, los 
usuarios del agua y algunas actividades productivas como el turismo, la ganadería y las actividades extractivas, 
que compiten con la conservación, pero que a la vez pueden beneficiarse de esta, por ejemplo, por la 
disponibilidad de agua.    23
este análisis  es el  modelo de hogares rurales,
52 al que se agregan los componentes 
relacionados con los beneficios ambientales que se obtienen por la conservación de bosques. 
Cuando el hogar decide asignar parte de su predio a conservación de áreas naturales, está 
incurriendo en un costo de oportunidad por los usos alternativos que podría tener en esa 
zona (i.e. usos productivos) y que depende, entre otras cosas, de la aptitud del suelo para 
tales usos. El modelo considera entonces esta decisión como una decisión costo beneficio 
que compara el costo de oportunidad con los beneficios que obtiene el hogar, tanto 
económicos (i.e. ganancias en productividad) como no económicos (i.e. el placer de disfrutar 
del paisaje o el beneficio generado a los demás), por conservar bosques en su predio. 
Con mercados completos
53, las decisiones de producción de los hogares rurales son 
separables de sus decisiones de consumo. Por lo tanto, los hogares maximizan el beneficio y 
luego maximizan la utilidad sujetos a una restricción presupuestal convencional que incluye el 
valor de esos beneficios. En este caso no existe, sin embargo, un mercado para las 
externalidades positivas generadas por los ecosistemas conservados, por consiguiente, los 
mercados no son completos. Cuando los mercados no son completos, las decisiones de 
consumo y producción no son separables y, por ende, las decisiones de producción 
dependen de las preferencias y dotaciones del hogar. Las decisiones de producción y 
consumo son determinadas simultáneamente. En este caso particular, las decisiones de 
cuánta tierra del predio destinar a conservación va a depender de las preferencias del hogar y 
de las dotaciones de los factores de producción (tierra y trabajo).  
El hogar no consume solo bienes de mercado, también un beneficio ambiental que depende 
de las decisiones del hogar y de las decisiones de los hogares aledaños de conservar 
bosques. La decisión del hogar de conservar bosques es al mismo tiempo una decisión de 
contribución voluntaria a un bien público (M), dado que otros agentes se benefician del 
consumo de servicios ambientales
54. El modelo supone la existencia de mercados completos 
para todos los bienes y factores, a excepción de las externalidades generadas por la 
conservación de áreas naturales, y que los hogares son precio-aceptantes en todos los 
mercados. Por facilidad del modelo se va a suponer que la tierra solo puede ser destinada a 
dos tipos de usos alternativos: productivos y conservacionistas. 
                                             
52 Agricultural Household Models (AHM). La primera versión del modelo neoclásico de hogares rurales fue 
desarrollada por Barnum & Squire (1979) y luego elaborado por una serie de autores en el libro editado por Singh, 
Squire & Strauss (1986) (Sadoulet & de Janvry, 1995)  
53 Que los mercados sean completos significa que todos los precios son exógenos al hogar, todos los productos y 
factores se pueden intercambiar sin costos de transacción y el costo de oportunidad de cualquier producto o factor 
está representado por su precio de mercado (Sadoulet & de Janvry, 1995). 
54 La forma como otros se benefician de los servicios ambientales que otros producen en sus predios no es 
uniforme y depende, por ejemplo, de factores geográficos.    24
La utilidad del hogar i está dada por la función:  
) , , , ( i i i i i i e l a c U U =         (8) 
Donde c representa el consumo de bienes comprados en el mercado, a el consumo de los 
bienes agrícolas producidos en la finca,  l  representa  el ocio, y e los beneficios ambientales 
que el hogar como un todo percibe por la conservación de bosques en su predio. Los 
beneficios ambientales que el hogar percibe como consecuencia de sus propias decisiones 
de conservación de bosques es una función de la cantidad de bosques en conservación en 
su predio ) (
b A e e =
55. Esta función consta de dos componentes, uno que representa la utilidad 
individual por la conservación de los bosques    ) (
b A x y el otro es la utilidad que genera a los 
otros agentes por la conservación  ) (
b
j A U µ  y que refleja las preferencias altruistas. Podemos 
suponer que  ). ( ) ( ) (
b
j
b b A U A x A e µ + =
56 
Esta especificación simple del altruismo, aditiva en los beneficios privados y la utilidad que los 
demás obtienen
57 de la conservación de bosques, se realiza por facilidad analítica y los 
resultados que se obtienen se mantienen bajo una especificación más general de altruismo 




i A U A x U . Además, en la función separable es posible hacer explícito el peso 
que el hogar asigna al bienestar que los demás obtienen de la conservación. Si el hogar no 
es altruista, el peso que da al bienestar de los demás es cero  ) 0 ( = µ . 
La familia puede producir un bien en la finca de acuerdo con la función de producción:   
       ) , ( ) , , ( A L q M A Q
b ε β =  (9) 
La producción depende de dos factores: trabajo (L)  y tierra ( A). La familia tiene una dotación 
de tierra  ) (A que destina entre dos usos alternativos, producción (
a A ) y  conservación (
b A ), 
entonces 
b a A A A + = . Por otro lado, la familia puede arrendar o tomar en arriendo tierra para 
la producción. El total de tierra destinada a la producción es la suma de la tierra de la familia 
destinada a producción más la tierra arrendada, 
h a A A A + = .  Si  0 > −
a A A el hogar toma 
                                             
















56 Donde  µ es el peso que da al bienestar de los demás. 
57 Por simplicidad, este término incluye el altruismo tanto a las presentes como a las futuras generaciones. Sin 
embargo, es muy probable que el peso que las personas den al bienestar que podrían obtener sus hijos de las 
decisiones que toman hoy en día, sea mayor que el peso que la da a los beneficios que obtienen otros hogares de 
sus decisiones.    25
tierra en arriendo y si  0 < −
a A A el hogar da tierra en arriendo. La cantidad de trabajo total 
usado en la producción es L el cual es la suma del trabajo familiar, L
f  y del trabajo alquilado. 
Si  0 > −
f L L  se alquila trabajo y si  0 < −
f L L se ofrece trabajo fuera de la finca. 
La función  ) , , ( ε β M A
b representa la productividad, que depende positivamente de la 
conservación de bosques propia
58, de las externalidades positivas producto de la 
conservación de predios vecinos y de la conservación del gobierno ( G),  
) , ,..., , ( 2 1 G A A A M M b
n
b b =   y  ε   es un parámetro que indica los choques externos en 
productividad. Si el hogar no tiene bosques en conservación, entonces  0 =
b A y  A A
a = , la 
productividad depende únicamente de las externalidades positivas que obtienen de la 
conservación de los otros agentes y de otros choques en productividad (i.e. maquinaria, 
agroquímicos, clima). 
La restricción presupuestal está dada por:  
E SA A A L L w a Q p c p
b a f
a c + + − − − − − = ) ( ) ( ) ( α  (10) 
Donde  a p  y  c p son los precios del bien producido en la finca y del bien comprado en el 
mercado respectivamente, Q es la producción del hogar, Q-a es el excedente que sale al 
mercado, w es el salario de mercado, α el precio al cual se arrienda tierra, S son los pagos a 
la conservación
59, y E los ingresos exógenos.   
La restricción de tiempo es    T L l
f = + , donde T es el tiempo total disponible en la familia.    
Sustituyendo las restricciones de producción y de de dotaciones de factores en la restricción 
presupuestal se obtiene:  ∏ + + + + = + + + A wT E SA A wl a p c p
b b
a c α α  (11) 
El lado izquierdo de la ecuación representa el gasto total y el lado derecho el ingreso pleno, 
donde ∏ son los beneficios  del hogar por la producción agrícola.  
A wL A A A L q M A p
h b b
a α ε β − − + − = ∏ ) , ( ) , , (  (12) 
                                             
58 Estos beneficios en productividad pueden darse por reducción en el deterioro del suelo o mayor disponibilidad 
de agua como consecuencia de los esfuerzos en conservación. 
59 Puede darse mediante un esquema de subsidios por parte del gobierno o mediante un mercado de servicios 
ambientales. Para este modelo se supone que los pagos los realiza el gobierno local. Sin embargo, estos pagos 
pueden ser cero o pueden ser negativos si se trata de un impuesto a la propiedad.    26
Combinando las restricciones y realizando el proceso de maximización de la utilidad sujeto a 
la restricción presupuestal, las decisiones de consumo y producción se realizan 
simultáneamente de la siguiente manera:  
)) ( , , , (
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Las condiciones de primer orden indican que el costo marginal de destinar cierto terreno a 
conservación, representado en el costo de oportunidad por el uso alternativo de la tierra, 
debe ser igual al beneficio marginal de la tierra destinada a conservación. El costo de 
oportunidad del suelo está dado, entre otras cosas, por la productividad de la tierra. Entre 
menor sea la productividad marginal de la tierra, menor va a ser el costo de oportunidad de 
destinar parte del predio a conservación. Por otro lado, el beneficio marginal de la 
conservación consta de cuatro componentes. El primero es la utilidad marginal que obtiene el 
hogar por los beneficios ambientales que percibe, el segundo la utilidad que percibe el hogar 
por el beneficio a los otros hogares, el tercero representa los beneficios marginales por los 
incentivos monetarios a la conservación y el cuarto los beneficios marginales en términos de 
aumentos en la productividad. De estas condiciones saldría una función de oferta de áreas 
conservadas que estaría determinada por los precios de los bienes y de los factores de 
producción, la dotación de factores, las externalidades ambientales percibidas por el hogar, 
los incentivos y los ingresos exógenos, los choques exógenos de productividad y los 
parámetros de la función de utilidad que representan las preferencias ambientales y altruistas 
del hogar. Estaría representada por una función de la siguiente manera:  
() µ ε α , , , , , , , , , , T A S E M w p p f A a c
b =  
 
   27
V. ANÁLISIS EMPÍRICO 
El análisis empírico se realizó mediante una combinación de análisis cualitativo y cuantitativo 
con el objetivo de complementar la información y entender mejor los procesos que se han 
dado en temas de conservación, y las relaciones que se han establecido entre los diferentes 
actores. Dicha combinación de métodos para el análisis es útil, ya que mientras los métodos 
cuantitativos permiten establecer causalidades y medir los niveles de las relaciones entre 
variables que llevan a un equilibrio, los métodos cualitativos permiten entender los procesos 
por medio de los cuales se alcanza cierto resultado observado. Procesos que están también 
determinados por  las identidades, percepciones y creencias de los actores objeto de estudio 
(Rao y Woolcock, 2003). Esta sección del documento se divide en dos partes: La primera 
presenta el análisis cualitativo que corresponde a un estudio de caso del Altiplano 
Cundiboyacense y la segunda realiza el análisis econométrico tanto de los factores que 
determinan la conservación, privada como de los factores que determinan las inversiones en 
conservación por parte de los gobiernos municipales en Colombia.  
5.1.   Análisis Cualitativo: El Altiplano Cundiboyacense 
El análisis cualitativo se realizó con el objetivo de entender la forma como se han configurado 
las motivaciones para la toma de decisiones relacionadas con la conservación, tanto a nivel 
de los hogares como a nivel municipal; como ha sido el posible impacto de las organizaciones 
ambientalistas, incluyendo la Red de Reservas, y de otro tipo de grupos de interés, en este 
nivel; y las percepciones y creencias de los propietarios para tomar sus decisiones de 
conservación, las transformaciones que han tenido dichas percepciones en el tiempo y los 
factores que han incidido en estas transformaciones.  
Dicho análisis se realizó como un estudio de caso del Nodo
60 del Altiplano Cundiboyacense  
de la Asociación Red Colombiana de Reservas Naturales de la Sociedad Civil
61, mediante la 
aplicación de entrevistas semiestructuradas
62 a propietarios cuyos predios están inscritos a la 
ARCRNSC, propietarios que tienen bosques, pero que no hacen parte de la Red  y 
funcionarios municipales encargados de la parte ambiental o alcaldes. En total se realizaron 
22 entrevistas en ocho de los 17 municipios del Nodo donde hay presencia de la Red, 
                                             
60 Nodo es la división regional de la Red de Reservas. Un nodo puede estar constituido por dos o más reservas 
naturales asociadas a la ARCRNSC. La Red se encuentra dividida en 11 nodos regionales ARCRNSC (2003)  
61 En el altiplano cundiboyacense hay 30 reservas de la sociedad civil, inscritas a la ARCRNSC, 11 en Boyacá y el 
resto en Cundinamarca. Ver Anexo II, tablas II.2 y II.3.  Distribución municipal y estadísticas descriptivas. 
62 En la entrevista semiestructurada, el investigador define previamente un conjunto de tópicos que deben 
formularse con los entrevistados y aunque el entrevistador es libre de formular o dirigir las preguntas de manera 
que crea conveniente, debe tratar los mismos temas con todas las personas (Bonilla, 1997) (Ver Anexo III. Guía 
de las entrevistas)   28
durante los meses de febrero y marzo del año 2006
63, que correspondieron a once 
entrevistas a propietarios pertenecientes a la Red de Reservas, seis a funcionarios 
municipales y cinco a campesinos no pertenecientes a la Red, pero ubicados en zona de 
influencia de esta organización. Los criterios de selección de los entrevistados corresponden 
a: municipios con presencia importante de la Red de Reservas (i.e. más de una reserva); 
representatividad de los procesos (i.e. vínculo con los propietarios rurales de la zona) y 
posibilidades de acceder a los entrevistados (i.e. propietario vive en el país). Las limitaciones 
del análisis cualitativo radican en las dificultades que este presenta para realizar 
generalizaciones, ya que las entrevistas no se hicieron mediante una muestra aleatoria de 
propietarios o de municipios, y por ser ésta una característica inherente a este tipo de 
información.  
El estudio de caso corresponde al Altiplano Cundiboyacense, zona con mayor densidad 
poblacional del país, caracterizada por procesos de urbanización muy intensos. Tales 
procesos han llevado a que sea uno de los lugares con mayor grado de transformación de los 
ecosistemas en Colombia hacia usos agrícolas, pecuarios o residenciales; y a presentar altas 
demandas por agua, por parte de las comunidades urbanas y rurales.  Dichas características 
pueden ser las razones que llevan a que garantizar la oferta de agua en los municipios sea la 
principal motivación de los gobiernos locales para realizar actividades relacionadas con la 
conservación, como se identificó en el estudio de caso. Sin embargo, la relación con el agua 
y, por tanto, las necesidades por el recurso son percibidas de manera diferente por parte de 
los pobladores urbanos y rurales, por la mayor dependencia de estos últimos a la tierra: “Para 
la gente rural la necesidad no es solo que se levante y se bañe con agua sino que su forma 
de vida depende  del agua para darle de beber a los animales y regar los cultivos” 
(funcionario municipal, marzo 16). Otros grupos que “demandan” conservación son los grupos 
ambientalistas, pero no solo con el objetivo de mantener el agua, sino los demás valores y 
beneficios de los ecosistemas.  
Los actores que a nivel municipal “ofrecen” conservación son los gobiernos municipales y la 
sociedad civil. Dado que el agua es la principal demanda de los ciudadanos relacionada con 
la conservación, la información cualitativa indica que las acciones de los gobiernos 
municipales para promover la conservación se han centrado en las zonas de recarga hídrica 
de los acueductos municipales y veredales. Las principales actividades relacionadas con la 
                                             
63 Estos municipios son Tinjacá, Tibasosa, Arcabuco, Cucaita, Socotá y Beteitiva en Boyacá; y San Francisco, 
Choachí, Chía, Cabrera, Bogotá, Tabio, El Rosal, La Calera, Tenjo, Villeta y Fómeque en Cundinamarca. Los 
municipios donde se aplicaron las entrevistas fueron Tinjacá, Tibasosa, Choachí, Cabrera, Tabio, El Rosal, 
Fómeque y San Francisco.   29
conservación que realizan los municipios estudiados son: programas de reforestación, 
compra de predios de interés estratégico, establecimiento de zonas cercadas para estricta 
conservación en riberas de nacimientos y fuentes de agua
64, regulación de los usos del suelo 
y, en algunos casos, se complementan con actividades de educación ambiental e incentivos – 
básicamente relacionados con el impuesto predial. El uso de incentivos es todavía muy 
precario y la adquisición de predios es la principal estrategia de conservación de los 
gobiernos locales, reforzada por ser considerada como una obligación que viene de 
instancias superiores “el presupuesto que se deja para conservación debe ser por ley del uno 
por ciento, mínimo” (funcionario municipal, febrero 23).  El incentivo por medio del predial 
puede adquirir varias formas: descuento de un porcentaje del total del valor de la finca, 
exención a la zona que se encuentra en bosques y unas menores tasas para los predios que 
tienen zonas en conservación. No obstante, el incentivo lleva muy pocos años de haber sido 
aplicado en los municipios en que se realiza y, además, ha sido aplicado en muy pocos 
municipios, por lo que el impacto que tiene es leve y difícil de medir.  
El otro actor que “ofrece” conservación es la sociedad civil. Las entrevistas indicaron que, 
desde la “oferta” de áreas conservadas privadas, también están presentes dos tipos de 
actores: unos con características urbanas (altos niveles de educación, posibilidades de 
ingresos alternativos, quienes generalmente viven en una ciudad)
65 y el otro grupo 
conformado por campesinos, con alta dependencia económica a la tierra, quienes habitan en 
el predio. El proceso encaminado a fortalecer la conservación de bosques y otros 
ecosistemas ha estado liderado principalmente por lo primeros, pero en las comunidades 
donde se ha dado una relación estrecha con los campesinos de la zona – tal es el caso de 
Tinjacá -, estas ideas se han difundido entre estos últimos, generando nuevas percepciones 
sobre el medio ambiente. En general, los propietarios privados de las reservas en el Altiplano 
Cundiboyacense hacen parte del primer tipo de actores, pero en Boyacá existen cuatro 
organizaciones de base afiliadas a la Red de Reservas que han promovido ideas en pro de la 
conservación entre los campesinos de la zona y han conformado reservas comunitarias
66.  
                                             
64 Estos dos últimos programas requieren de concertación con la comunidad por tratarse de predios de propiedad 
privada.  
65 Los propietarios urbanos entrevistados, además de estas características, presentan un fuerte sentido 
ambientalista. Esto se debe a que la muestra de propietarios urbanos corresponde solo a propietarios 
pertenecientes a la Red de Reservas.  
66 La Asociación Comunitaria Semillas tiene un predio como RNSC en estricta conservación, inscrito en la Red. 
Las otras tres organizaciones conformaron reservas comunitarias, con propiedades individuales de campesinos 
que unieron sus predios: Reserva Comunitaria Manos Tejedoras; Reserva Comunitaria Trenzando Abrazos y 
Reserva Comunitaria Soñando Caminos.    30
En términos de los factores que determinan las decisiones de conservación se encuentran 
diferencias entre estos tipos de actores, basadas en la mayor dependencia a la tierra de los 
propietarios campesinos. Se encontró, como era de esperarse, que los propietarios que 
tienen las dos actividades en el predio, conservación y producción, destinan la parte con 
menores costos de oportunidad a bosques
67, y que para los propietarios que la destinan 
únicamente a conservación, se trata de fincas con un alto grado de dificultad de acceso
68. Sin 
embargo, en la medida en que aumenta en los propietarios la conciencia sobre las 
consecuencias del deterioro de los bosques, aumentan sus esfuerzos de cuidado, mejora, 
recuperación y mantenimiento de los bosques
69, lo que indica que el costo que asume el 
propietario no es solo el costo de oportunidad de la tierra, también el costo de oportunidad del 
tiempo dedicado al cuidado del bosque y los costos monetarios de estas actividades de 
mejora del bosque.  
La principal motivación de los propietarios rurales para encaminarse en acciones para 
conservar el bosque es el agua: “hemos optado que donde es sembradero sembramos y 
donde no, no. Eso es un bien para nosotros mismos porque hemos sufrido mucho por el 
agua” (propietaria rural, Tibasosa, marzo 14); “la madera hace falta para el agua, entonces 
cuando va a llover, llega la nubecita a los bosques y se ve el agüita bonita” (propietario rural, 
Tinjacá, febrero 24). El fuerte énfasis dado al agua por los campesinos se debe a que el agua 
representa las posibilidades de producción y, por tanto, de subsistencia, “a mi me gustaría 
que no falte el agüita, porque del agua es de lo que vivimos, tanto para la alimentación como 
para los animalitos” (propietaria rural, Tibasosa, marzo 14). Es así como para ellos el cuidado 
de las fuentes de agua significa incluso la posibilidad de supervivencia futura, lo cual los 
diferencia de los propietarios urbanos que tienen posibilidades de ingresos alternativos.  
En todo caso, a medida que el contacto con las ideas sobre los beneficios de la conservación 
es mayor, empiezan a reconocer otras ventajas que ofrece el bosque para la producción, 
como el control de la erosión: “donde hay roble, así llueva durísimo y sea una pendiente, el 
agua no corre en corriente, sino que la barboa que produce la hoja, absorbe el agua. Eso es 
un beneficio para no erosionar la tierra” (propietario rural, Tinjacá, febrero 24). Incluso se 
reconocen otro tipo de beneficios, como el paisaje - “mirando una finca vestida con los 
                                             
67 Ambos tipos de propietarios ven esto principalmente en términos de la pendiente.  
68 Por ejemplo en términos de la calidad de las vías, las distancia a la cabecera municipal, entre otras 
características.  
69 Por ejemplo liberando más zonas de terreno para la conservación, estableciendo cercas para que el ganado no 
dañe las zonas destinadas a conservación, sembrando árboles en cercas vivas y ampliando corredores de 
conservación, actividades de educación ambiental y el desarrollo y/o adopción de técnicas productivas ecológicas, 
entre otras actividades.    31
árboles se ve linda”; (propietario rural, Tinjacá, febrero 24) - beneficios muy bien identificados 
por la mayoría de los propietarios urbanos entrevistados. 
Los beneficios que prestan a la sociedad o altruismo por las presentes generaciones –“hay 
unas ventajas sociales, de sentido de responsabilidad con los demás” (propietaria urbana, 
marzo 21)-  y el altruismo intergeneracional -“en nuestros hijos fue que pensamos todos 
cuando acabamos con la quema del roble para carbón” (propietario rural, Tinjacá, febrero 24) 
- son una motivación importante, con pocas excepciones, para ambos tipos de propietarios. 
El beneficio mejor identificado que generan a los demás nuevamente es el agua: "Nosotros 
somos conservacionistas, toda la vida hemos tenido ese sentido de conservación, para bien 
de mucha gente que necesita agua y aire puro. Eso es hermoso, que en muchas partes de la 
finca brote el agua para beneficio de mucha gente” (propietaria urbana, marzo 4).  Se 
identifican asimismo otros beneficios que pueden tener las presentes y futuras generaciones, 
como el esparcimiento: “mis hijos se benefician de los bosques como crecimiento espiritual, 
educación, formación y diversión” (propietaria urbana, marzo 2).  Para algunos de los 
propietarios urbanos, los bosques generan beneficios por el ejemplo que pueden dar a otros 
para cuidar el bosque –“los vecinos han ido entendiendo nuestra propuesta como reserva a 
través del ejemplo” (propietaria urbana, febrero 16)-, lo cual, siguiendo el caso de Tinjacá, ha 
funcionado: “uno se va copiando del vecino, de ver que tiene la finca bonita” (propietario rural, 
Tinjacá, febrero 24).  
Para los citadinos entrevistados, la conservación, además de generarles beneficios privados 
y sociales, es también un tema de ideología y de identidad: “Es necesario ponerlo en un 
contexto más amplio, de ser parte de algo más grande, un proyecto de país, de región, de 
municipio y la única forma para lograr ciertos objetivos es que nos sumemos en colectivo” 
(propietario urbano, febrero 13). De ahí que pertenecer a la Red para ellos sea un tema que 
incluye la posibilidad de representatividad política: “los beneficios del trabajo colectivo 
permiten mayores posibilidades de negociación con el municipio, con las corporaciones, 
incluso a nivel internacional” y por eso la Red es vista como “la posibilidad de hacer parte de 
algo mayor, un respaldo, tejido social, unidad de intereses” (propietario urbano, febrero 17). A 
diferencia de estos, los campesinos sienten que no necesitan pertenecer a una organización 
para cuidar el bosque pues “cada uno cuida lo suyo”. Además, ante la mayor dependencia a 
la tierra y una mayor incertidumbre económica,  tienen más desconfianza respecto a las 
posibles restricciones de uso que pueda significar pertenecer a una organización.    32
En todo caso, la Red de Reservas o las ideas y el comportamiento conservacionista de los 
propietarios pertenecientes a la Red ha influenciado el comportamiento de los propietarios 
vecinos o con los que desarrollan proyectos, generalmente campesinos: “Con la llegada de 
esta gente y la creación de la Red de Reservas como que se ha creado esa cultura de 
proteger las especies y se ha difundido entre los campesinos. En la vereda donde están 
ubicados se tala, se quema y se caza poco, a diferencia de las otras veredas donde si 
tenemos ese problema” (funcionario municipal, febrero 23). Sin embargo, la influencia de esta 
organización y de otras organizaciones ambientalistas a nivel municipal es todavía muy 
restringida en la mayoría de los municipios. Podría decirse que los grupos ambientalistas, 
como grupos de presión política, han ido ganando reconocimiento, pero su peso es aún muy 
leve, salvo algunas pocas excepciones, en la toma de decisiones a nivel municipal. Algunos 
de estos grupos ambientalistas realizan actividades de manera conjunta con el municipio, 
como proyectos de reforestación y de educación ambiental
70, y generan alguna presión para 
obtener recursos para sus proyectos: “quienes hacen exigencias son los de las reservas 
privadas, piden recursos para organizar sus bosques y hacer agricultura orgánica” 
(funcionario municipal, febrero 23).  
El vínculo entre el gobierno municipal  y la sociedad civil en pro de la conservación, según la 
opinión de los propietarios privados, es limitado y se basa en algunos proyectos de 
reforestación y el descuento del predial en los pocos municipios donde se realiza. En el tema 
de incentivos como el predial, los propietarios urbanos están mejor informados, y por esta 
razón, son estos quienes tienen un mayor potencial de beneficiarse: “la mayoría de los que 
tienen el descuento viven en Bogotá y son fincas ganaderas, muy pocos viven en la finca y 
dependen económicamente de las entradas de la finca” (funcionario municipal, abril 2).  
Las causas que los funcionarios entrevistados atribuyen al hecho que el incentivo se aplique 
en tan pocos municipios son: bajo avalúo de los predios, falta de conocimiento del público en 
general del incentivo y la ausencia de voluntad política de los mandatarios para aplicarlo. En 
todo caso, el elevado costo del impuesto predial es identificado por los propietarios como uno 
de los factores que desincentivan el comportamiento conservacionista privado: “con los altos 
costos del impuesto predial están forzando a la gente a que urbanice o venda los predios a 
quien pueda pagar el impuesto” (propietario urbano, marzo 4);  incluso para sustituir la 
conservación privada por conservación pública, “acá los avalúos son altos y es parte del 
incentivo para que los propietarios le vendan al municipio” (funcionario municipal, marzo 23) 
                                             
70 En Tibasosa, la ONG afiliada a la Red realiza educación ambiental por medio de la emisora y trabaja con 
Corpoboyacá en un proyecto de recuperación de la zona de recarga hídrica del municipio.    33
Al realizar actividades relacionadas con la conservación, los conflictos de interés que pueden 
presentarse dentro de los municipios, son el conflicto rural-urbano por el agua y algunas 
actividades productivas que compiten por usos del suelo con la conservación, como las 
actividades  extractivas y la ganadería. Por otro lado, se hace referencia a los grupos de 
contradictores políticos como otra fuerza que genera impacto en la toma de decisiones: “En 
un pueblito de estos, donde las cuestiones políticas influyen mucho, se crean ciertos sectores 
políticos que empiezan a oponerse cuando se está dando cumplimiento a cierta norma” 
(funcionario municipal, febrero 23). En especial, porque los proyectos relacionados con la 
conservación son proyectos que no tienen altos retornos políticos para los gobernantes, “son 
proyectos que requieren mucha voluntad política  porque pueden ser muy costosos y sus 
beneficios no son directamente observables” (funcionario municipal, marzo 16)  
El conflicto rural-urbano se presenta de diferentes maneras. Por un lado, la urbanización 
puede generar presión, por ejemplo, por aumento en los avalúos, en las zonas destinadas a 
conservación hacia la conversión del uso del suelo. Por otro lado, la urbanización y sectores 
productivos como el turismo, generan un aumento considerable en la demanda por agua por 
parte de las cabeceras urbanas
71. No obstante, un mayor número de habitantes urbanos 
también está relacionado con una menor presión sobre los bosques, ya que significa menos 
población rural que necesita la tierra para producción (Lowry, 1998). En algunos de los 
municipios visitados, el mayor interés en la conservación viene de habitantes provenientes de 
ciudades grandes y con altos niveles de educación: “las personas más interesadas en la 
conservación en el municipio son los de las reservas privadas, no personas de la parte nativa, 
sino personas que han llegado y se han interesado por nuestros recursos naturales” 
(funcionario municipal, febrero 23). Otros sectores referidos por los funcionarios municipales 
como interesados en la conservación son los habitantes rurales que han sufrido una marcada 
escasez de agua.  
Por otro lado, existe gran desconfianza hacia el gobierno central en el tema del registro de las 
reservas en la UAESPNN. Las principales causas que argumentan los propietarios que 
pertenecen a la Red y no al Ministerio son: carencia de títulos completamente formalizados y 
desconfianza por posibles riesgos de expropiación o restricciones de uso. Ello puede darse 
también por la ausencia de programas y políticas por parte del Estado para hacer de la 
conservación privada un complemento de la pública, ya que, los programas de incentivos que 
                                             
71 En uno de los municipios visitados la presente administración logró abastecer de agua a la cabecera urbana por  
medio del acueducto.  El agua que surte dicho acueducto viene de una vereda, donde se han presentado 
problemas de escasez del recurso a raíz de esta situación,  según versiones de algunos de los entrevistados.    34
se han diseñado no se han aplicado hasta el momento
72. Los propietarios que se han inscrito 
o que quieren hacerlo, que para el caso en cuestión son solo propietarios urbanos, ven esto 
como una “garantía jurídica para acceder a los beneficios que tenemos como reservas” 
(propietario urbano, marzo 2) y como la forma de “institucionalizar y formalizar más” 
(propietario urbano, febrero 13) la conservación desde la sociedad civil. 
 
5.2.  Análisis Cuantitativo  
El objetivo del análisis cuantitativo es establecer generalizaciones sobre los determinantes de 
las decisiones de conservación de bosques y otros ecosistemas naturales de los dos tipos de 
actores que se han venido analizando: gobiernos municipales y propietarios privados. A 
continuación se presenta la información, los procedimientos y los resultados cuantitativos 
para cada uno de estos agentes. 
5.2.1.  Los gobiernos municipales 
El análisis cuantitativo de los factores que determinan la inversión municipal en actividades 
relacionadas con la conservación se realizó con información de la ejecución presupuestal 
municipal suministrada por la Contraloría General de la República para los años 1996-2000, 
periodo con mayor información disponible. Según las cuentas de ejecución presupuestal 
municipal, los recursos destinados a conservación, protección y mejoramiento ambiental 
están catalogados como gastos en administración y protección del medio ambiente. Forman 
parte de esta categoría las subcuentas: programa de reforestación y control de la erosión, 
programa de dragado y preservación de cuencas y hoyas hidrográficas, investigación en 
recursos naturales renovables, educación y divulgación ambiental, inversión indirecta y otros 
gastos (ver Vélez, 2004)
73  
Por sus características, las subcuentas que se tomaron como una proxy de las inversiones 
municipales en actividades relacionadas con la conservación fueron: programa de dragado y 
defensa de cuencas y hoyas hidrográficas y programa de reforestación y control de la 
erosión. La participación de estas subcuentas en el gasto ambiental total durante la década 
de los noventa en Colombia fue del 54 por ciento, una parte muy importante del gasto 
                                             
72 Tal es el caso del CIF de conservación.  
73 La clasificación establecida por la misma ejecución presupuestal también determina tres tipos de fuentes de 
recursos para gastos en protección y administración del medio ambiente: regalías, recursos de la participación en 
los ingresos corrientes de la nación, de libre destinación y otros recursos conformada principalmente por los 
recursos propios, que comprende impuestos – siendo el predial el más importante – los ingresos no tributarios y 
las rentas contractuales de los municipios (Vélez, 2004)   35
ambiental municipal durante dicha década. La muestra para la estimación corresponde a los 
municipios que reportaron ante la CGR dichas cuentas, para el periodo 1996-2000. Sin 
embargo, ésta muestra puede presentar un sesgo teniendo en cuenta que solo pueden 
incorporarse al análisis los municipios que reportaron dicha información a la Contraloría; y por 
tanto, pueden estar mejor representados los municipios más eficientes en la generación de 
información, que pueden ser también los que tienen mejor control de sus finanzas (Vélez, 
2004)  
La inversión por parte de los municipios en actividades relacionadas con la conservación para 
la provisión de los beneficios que esta genera depende de factores como los ingresos del 
municipio, características biofísicas (i.e. altura, disponibilidad de agua, erosión, aptitud de 
suelos), socioeconómicas (i.e. necesidades básicas insatisfechas) y demográficas (i.e. 
población o densidad de población)  del municipio; y de factores institucionales como las 
exigencias de entes gubernamentales superiores en torno a la conservación y el peso de los 
distintos grupos de interés que pueden influir en estas decisiones.  
Los ingresos del municipio se representan por la ponderación del producto interno bruto 
municipal calculado de manera indirecta a partir de indicadores fiscales
74. Se usa la densidad 
de población como variable demográfica, que refleja la presión ambiental sobre los recursos 
naturales y que significa una mayor demanda por otros bienes públicos a nivel municipal, 
como los servicios públicos domiciliarios. La variable ambiental que se incorpora al modelo es 
el índice de disponibilidad de agua
75, teniendo en cuenta el fuerte vínculo entre agua y 
presencia de bosques, por los servicios de regulación hídrica que estos últimos prestan. Se 
incluye la distancia a los principales mercados, variable que determina en parte los costos de 
oportunidad del uso del suelo en bosques por los costos de transporte. Para representar los 
factores institucionales que pueden influenciar las decisiones de política con respecto a la 
inversión en conservación, se usa la presencia de instituciones en el municipio
76, el 
coeficiente Gini de tierras para propiedades rurales y el número de organizaciones de la 
sociedad civil en el municipio. La primera variable representa la capacidad institucional del 
municipio y las dos últimas se usan para aproximar la presencia de algunos grupos de 
                                             
74 PIB municipal= PIB departamental*(Ingresos tributarios municipio/ Ingresos tributarios Σ municipios 
departamento) 
75 Esta variable fue calculada con base en los mapas de ríos del IGAC, mediante la  digitalización de los mapas y 
el cálculo de la densidad de ríos en el municipio según tipo de río (primario, secundario o terciario) (Sánchez y 
Nuñez, 2000).  
76 Se entiende como instituciones el número de inspecciones de policía, puestos de policía, juzgados,  notarías, 
oficinas de Telecom, oficinas de Adpostal, Caja Agraria, entidades bancarias, presencia de iglesias católicas y no 
católicas, hospitales, centros de salud, puestos de salud, planteles educativos, bibliotecas, bomberos, cárceles, 
casas de la cultura, oficinas de instrumentos públicos y oficinas de recaudación de impuestos.    36
presión que puedan tener incidencia en la determinación del gasto municipal en 
conservación. Se usa la presencia de organizaciones de la sociedad civil y no 
específicamente de grupos ambientalistas organizados o de usuarios de los acueductos, ya 
que no se dispone de una medida que refleje la presencia de dichos grupos a nivel municipal. 
Una relación positiva de esta variable con la inversión en conservación podría indicar que una 
mayor organización de la sociedad civil puede estar correlacionada con una mayor 
organización en temas ambientales o demandas por el agua y, por tanto, dichos intereses 
están mejor representados. Una relación negativa podría indicar que a pesar de estar más 
organizada, los intereses que están mejor representados tienen una incidencia negativa en la 
conservación
77. El coeficiente Gini de tierras, refleja el impacto de la concentración de tierra 
en las decisiones sobre las inversiones en conservación en el municipio. Se incluye esta 
variable porque puede representar los intereses particulares de otro grupo de presión - los 
terratenientes- y porque la concentración de tierra es una de las causas que se ha atribuido a 
la ampliación de la frontera agrícola y, por tanto, a la pérdida de bosques.  
Además, se incluyen como variables de control dummies que discriminan los municipios de 
acuerdo al departamento al que pertenecen. La información relacionada con estas variables 
ha sido suministrada por el Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico –CEDE- de la 
Universidad de Los Andes, a excepción de la presencia de organizaciones de la sociedad civil 
en el municipio, que se obtuvo de la base de datos  de Fundación Social (1998).  En la Tabla 
2 se presentan las estadísticas descriptivas de las variables que serán incluidas en el 
análisis. El promedio de inversión en actividades relacionadas con la conservación por 
habitante para el periodo 1996-2000 (2475 pesos) es significativamente menor al promedio 
para el periodo 1998-2000 (3157 pesos), lo cual puede indicar una tendencia al aumento de 
la inversión en conservación por habitante en el tiempo. El producto interno per cápita, la 
densidad de población, el número de organizaciones de la sociedad civil y el número de 
instituciones en el municipio presentan altas dispersiones lo que puede evidenciar la 
heterogeneidad de los municipios de la muestra. En promedio el coeficiente de Gini es alto y 
con baja dispersión, lo que muestra las altas concentraciones de tierra existentes en el país. 
Se espera que la relación entre la inversión en actividades relacionadas con la conservación 
y los ingresos municipales sea positiva y que la relación con la distancia a los principales 
mercados sea negativa, ya que una mayor distancia a mercados se puede relacionar con una 
                                             
77 Por ejemplo, en un municipio puede haber muchas organizaciones, pero la mayoría de esas organizaciones 
puede representar el gremio de los constructores quienes tienen  intereses en construir en las zonas en 
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menor supervisión de instancias gubernamentales más altas, y además está relacionada con 
una mayor presencia de bosques de propiedad pública, privada o colectiva, por ser menor el 
costo de oportunidad de no dedicar las tierras a explotación agrícola. Una mayor densidad de 
población implica una mayor demanda por otros servicios y bienes públicos, como los 
servicios públicos domiciliarios, y una mayor presión por tierra, lo que puede tener un efecto 
negativo en la inversión en conservación. La relación entre las necesidades por agua y la 
inversión en actividades relacionadas con la conservación se espera que sea negativa, es 
decir, una menor disponibilidad de agua por parte del municipio lleva a una mayor inversión 
en conservación para poder garantizar la oferta hídrica del municipio. Finalmente, no hay 
certeza sobre el signo de los factores institucionales que buscan medir la capacidad 
institucional del municipio y el efecto de la organización de la sociedad civil y la concentración 
de tierra en la inversión municipal en actividades relacionadas con la conservación.  
Tabla 2. Definición y estadísticas descriptivas de las variables municipales 
Variable Significado Obs Media 
Desviación 
estándar Mínimo Máximo
Inversión en  conservación 
per cápita 1996-2000
a
Inversión municipal en conservación 
por habitante. Promedio 1996-2000. 
Miles de pesos de 1998
813 2,4749 4,5826 0,001487 58,9039
Inversión en  conservación 
pér cápita 1996-2000
b
Inversión municipal en conservación 
por habitante. Promedio 1996-2000. 
Miles de pesos de 1998
335 2,7416 3,7764 0,07157 32,4805
Inversión en  conservación 
per cápita 1998-2000
a
Inversión municipal en conservación 
por habitante. Promedio 1998-2000. 
Miles de pesos de 1998
637 3,1572 6,5816 0,004212 99,2455
Inversión en  conservación 
per cápita  1998-2000
c
Inversión municipal en conservación 
por habitante. Promedio 1998-2000. 
297 3,3513 4,5229 0,01927 35,7327
PIB per cápita 1996-2000 PIB per cápita. Promedio  1996-2000. 
Miles de pesos de 1998.
774 1012,357 3088,198 5,8102 55868,12
PIB per cápita 1998-2000 PIB per cápita. Promedio  1998-2000. 
Miles de pesos de 1998
582 1119,257 3353,811 6,9765 55466,75
Densidad población 1996-
2000
Habitantes por kilómetro cuadrado. 
Promedio 1996-2000. 
813 156,8173 653,9495 0,6014 13336,51
Densidad población 1998-
2000
Habitantes por kilómetro cuadrado. 
Promedio 1998-2000. 
813 159,5873 672,5167 0,627 13809,88
Gini tierras rurales Coeficiente de gini. Solo propiedad 
rural
680 0,6892 0,10067 0,3153 0,9699
Distancia a los principales 
mercados
Distancia a los principales mercados 
(Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla), 
en kilómetros.
813 119,4649 97,6509 0 790
Indice de disponibilidad de 
agua
Indice de disponibilidad de agua, 
calculado a partir de la densidad de 
ríos del municipio
813 3306930 537914 1333010 5625773
Organizaciones de la 
sociedad civil
Número de organizaciones de la 
sociedad civil 
813 149,4809 376,4109 4 8269
Presencia de instituciones  Número de instituciones 813 40,5375 206,2413 0 5176  
a Incluye todos los municipios que reportaron a la CGR dichas cuentas, por lo menos en un año del periodo.  
b Municipios que reportaron por lo menos para tres años del periodo 1996-2000 
c Municipios que reportaron por lo menos para dos años del periodo 1998-2000   38
Para la estimación de los determinantes de las inversiones públicas en actividades 
relacionadas con la conservación por habitante a nivel municipal, se usa una especificación 
logarítmica, que se utiliza generalmente para realizar la estimación de la demanda por bienes 
públicos locales:  
  ) ln( ) log( ) log( log log log log log 7 6 5 4 3 2 1 0 gini inst org d a n y c β β β β β β β β + + + + + + + =  (14) 
Donde  c  representa la inversión por habitante en actividades relacionadas con la 
conservación, y el ingreso municipal por habitante, n la densidad poblacional del municipio, d 
la distancia del municipio a los principales mercados, a el indicador de disponibilidad de agua 
del municipio, org el número de organizaciones de la sociedad civil por habitante, inst la 
presencia de instituciones por habitante y gini el coeficiente de Gini para propiedades rurales.  
Se realiza el análisis econométrico empleando la técnica de Mínimos Cuadrados Ordinarios, 
corrigiendo los errores estándar mediante el procedimiento de estimación robusta, para evitar 
problemas de heteroscedasticidad. La estimación se realiza para el promedio de inversión en 
conservación durante el periodo de estudio y para la inversión en conservación en los 
diferentes años de dicho periodo. El promedio se calcula para dos periodos 1996-2000 y 
1998-2000, para observar que tipo de variaciones existen entre la muestra y la submuestra. 
Para el periodo 1996-2000 se realizan dos estimaciones: la primera incluye todos los 
municipios que han reportado las cuentas relacionadas con la conservación
78 ante la CGR, 
por lo menos un año durante el periodo de estudio, y la segunda solo los municipios que han 
reportado tres o más años dicha cuenta. No se realiza un análisis de datos panel por los 
vacíos en la información sobre ejecución presupuestal en las cuentas que van a usarse como 
variable dependiente.  
Los resultados de las estimaciones para la inversión promedio en los periodos 1996-2000 y 
1998-2000 se encuentran en la tabla 3. Los resultados de las estimaciones año a año pueden 
ser consultados en el Anexo IV. Se puede observar que las ecuaciones de los determinantes 
de la inversión en actividades relacionadas con la conservación presentan los signos 
esperados, altos niveles de significancia y unos resultados, en general, consistentes
79.  
La disponibilidad de agua del municipio resulta negativa y significativa en las inversiones en 
conservación por habitante, lo que indica que existe un mayor esfuerzo en invertir en 
conservación por parte de los municipios que tienen más necesidades de garantizar la oferta 
                                             
78 Estas cuentas son programas de dragado y defensa de cuencas y hoyas hidrográficas y programas de 
reforestación y control de la erosión. 
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de agua. La distancia a los mercados influye de manera negativa y significativa, lo que puede 
estar relacionado con una menor presión sobre los bosques por unos mayores costos de 
transporte. La relación entre la densidad de la población y las inversiones en actividades 
relacionadas con la conservación por habitante es negativa y significativa, lo que puede 
indicar una mayor necesidad de inversión en otros bienes y servicios por parte de los 
municipios que tienen mayores densidades de población. Estas tres variables no son 
significativas para algunas de las regresiones cuando se incluyen controles departamentales, 
lo que puede deberse a que existe alguna correlación entre estas variables y la ubicación 
regional de los municipios o a que están recogiendo factores departamentales no 
observados. El ingreso es significativo y positivo, como se esperaba. Este resultado es 
consistente para las distintas especificaciones del modelo, lo que indica que los municipios 
con mayor disponibilidad de recursos realizan mayores inversiones por habitante en 
actividades relacionadas con la conservación, lo cual siguiendo la hipótesis de la curva de 
Kuznets ambiental
80, podría explicarse por una mayor demanda por calidad ambiental.  








Agua -0,79169** -0,33931 -1,0459*** -1,04900*** -0,7120* -0,47669
(-2.58) (-0,91) (-2,69) (-2,99) (-1,89) (-1,00)
Distancia  mercados -0,40769*** 0,01103 -0,41926** -0,81498* -0,62795*** -0,95877
(-2,67) (-0,03) (-2,25) (-1,74) (-2,75) (-1,40)
Densidad población -0,11098** -0,08045 -0,15289** -0,17045** -0,1139* -0,13369
(-2,08) (-1,29) (-2,50) (-2,48) (-1,70) (-1,51)
PIB per cápita 0,12627*** 0,11613*** 0,12479*** 0,10358*** 0,10787** 0,10764**
(3,74) (3,30) (3,46) (2,82) (2,27) (2,30)
Gini tierra 0,23251 0,31713 0,08827 0,21451
(0,65) (0,71) (0,17) (0,33)
Organizaciones Soc. Civil 
por habitante
0,26723**    
(2,53)
0,30057**   
(2,48)
0,17202    
(1,41)
0,2370*    



















Constante 18,749*** 9,2267 21,5474*** 31,5985*** 19,3997*** 15,8174*   
(3,96) (1,43) (3,59) (3,58) (3,30) (1,81)
Obs 624 624 313 313 367 367
R2 0,1582 0,2395 0,1733 0,3347 0,1658 0,2722
F 15,86 9,97 9,11  
a Sin controles departamentales. Promedio para los municipios que tienen información de la variable dependiente por lo menos para un 
año.      
b Con controles departamentales. Promedio para los municipios que tienen información de la variable dependiente por lo menos 
para un año.      
 c Sin controles departamentales. Promedio para los municipios que tienen información de la variable dependiente por lo 
menos para tres años.  
d Con controles departamentales. Promedio para los municipios que tienen información de la variable dependiente 
por lo menos para tres años.  
 
                                             
80 La hipótesis de la Curva de Kuznets ambiental sostiene que el deterioro ambiental aumenta con el crecimiento 
económico hasta cierto nivel de ingreso, después del cual comienza a reducirse.     40
Las variables relacionadas con los incentivos institucionales que enfrentan los gobiernos 
municipales son significativas y los resultados son consistentes para las distintas 
especificaciones del modelo. El número de organizaciones de la sociedad civil por habitante 
influye de manera positiva y significativa la inversión en conservación per cápita, lo que indica 
que la presión de la sociedad civil organizada tiene también un impacto en los temas 
ambientales y en la promoción de la conservación hacia los gobiernos locales. Además, una  
sociedad civil más organizada en general, puede estar relacionada con la organización de la 
sociedad civil en temas ambientales o de acceso al agua, lo que indica que en los municipios 
donde estos intereses están mejor representados se genera una mayor demanda por 
políticas a favor de la conservación y una mayor inversión en actividades relacionadas con la 
conservación. La organización de la sociedad civil también puede relacionarse con una mayor 
información con respecto a las consecuencias de la pérdida de los bosques, en la pérdida de 
beneficios ambientales que estos generan para la sociedad. El número total de instituciones 
resulta significativo y positivo, y los resultados son consistentes para todas las 
especificaciones del modelo, lo que indica que una mayor capacidad institucional o mayor 
supervisión de poderes gubernamentales superiores, lleva a una mayor provisión de los 
beneficios ambientales de la conservación de bosques por parte de los gobiernos locales.  
Finalmente, el Gini de tierras no resulta significativo, salvo para algunas excepciones – año 
1998 y año 2000-, años en que presenta una relación negativa. Sin embargo, es importante 
indicar que esta variable está correlacionada de manera negativa y significativa con el 
número de organizaciones por habitante en el municipio, lo que indica que puede tener una 
influencia negativa indirecta en las inversiones que hacen los gobiernos municipales en 
actividades relacionadas con la conservación, que se transmite por una menor posibilidad de 
organización de la sociedad civil, en torno a los diferentes temas, incluyendo el tema 
ambiental.  
5.2.2.  Los propietarios privados 
La fuente de información cuantitativa para los propietarios privados es la base de datos de 
caracterización de las Reservas de la Sociedad Civil que hacen parte de la ARCRNSC. Esta 
información se recolecta para cada reserva, una vez el predio es aceptado como reserva 
natural de la sociedad civil. Una persona natural o jurídica, para solicitar el registro ante la 
Red de Reservas, debe entregar un formulario de afiliación, junto a una carta de compromiso 
de conservar los ecosistemas, documentos de propiedad o tenencia de la tierra y el plano 
predial. Una vez la reserva es aceptada se realiza la caracterización, que es la recopilación   41
de los datos básicos ecosistémicos, biofísicos y socioeconómicos de la reserva. La base de 
datos contiene información sobre la ubicación de la reserva (municipio, departamento, 
vereda, cuenca); información biofísica (tamaño, topografía, suelos, precipitación); información 
sobre los sistemas productivos presentes en la reserva y algunos datos socioeconómicos 
como la principal fuente de ingresos y si el propietario habita o no en la reserva. Es 
importante aclarar esta muestra de propietarios presenta un sesgo ya que incluye solo 
propietarios inscritos a la Red, quienes ya han tomado la decisión de conservar y que por 
pertenecer a la Red pueden tener un alto grado de conciencia ambiental.  
La muestra para el año 2003, está compuesta por 174 reservas. Sin embargo, por los vacíos 
de información que presenta la base de datos, la muestra se reduce a 113 reservas.  Del total 
de las 174 reservas, aproximadamente el 26 por ciento están destinadas únicamente a 
conservación y el 15 por ciento son propiedad de una ONG. En el 41 por ciento de los casos 
el propietario habita la reserva y en el 32 por ciento, aproximadamente, los principales 
ingresos de los propietarios (más del 50% de los ingresos) provienen de actividades 
productivas en la reserva. El porcentaje del predio en conservación para las 174 reservas es 
en promedio 69,15 por ciento, pero este porcentaje es significativamente mayor si el 
propietario no habita en la reserva (78,11% del predio) que si la habita (56,29% del predio). 
Esta variable es una aproximación a la dependencia económica al predio, ya que 
generalmente los propietarios que habitan la reserva presentan una mayor dependencia a los 
ingresos derivados de la producción dentro de la finca
81.  
La decisión de qué porcentaje de los predios destinar a conservación de áreas naturales por 
parte de los propietarios es una decisión posterior a la decisión entre conservar y no 
conservar, y depende de factores como las características del predio (i.e. atributos biofísicos 
y de ubicación), las características socioeconómicas del propietario, características no 
observables del hogar como las percepciones, actitudes y creencias relacionadas con los 
beneficios y costos de la conservación; y variables de política que pueden incentivar o 
desincentivar la conservación, como los avalúos y costo del impuesto predial, el descuento a 
este último por conservación u otro tipo de incentivos a la conservación, las decisiones de 
inversión en conservación por parte de los gobiernos y las regulaciones sobre el uso del 
suelo, entre otras.   
                                             
81 La correlación entre habitar la reserva y que la fuente principal de ingresos de los propietarios no provenga de 
esta es de        -0.4978.    42
El análisis empírico relaciona el porcentaje del predio destinado a conservación ( i a ), donde 
i
b
i i A A a = ,  con algunas de las variables que pueden determinar las decisiones de 
conservación del hogar. Se estimarán dos modelos, el primero sin incluir las variables de 
política que pueden afectar las decisiones de conservación del hogar y el segundo incluyendo 
dichas variables, para poder determinar el efecto de estas últimas,  así:  
      i i i i i i i X Z a ε α β θ + + + =                        (14)  
µ ϕ α β θ + + + + = j i i i i i i i Y X Z a    (15) 
donde  Z  es un vector de las características biofísicas del predio;  X  es el vector de 
características observables del hogar;  Y  las variables de política para la comunidad j - 
municipio en este caso-, que influyen en la decisión del hogar; α, β y φ son los vectores de 
parámetros que miden los efectos de cada una de las características de  Z, X   e  Y 
respectivamente y µ representa el efecto de las características no observables del hogar.  
Las características biofísicas del predio determinan la productividad del suelo y, por tanto, el 
costo de oportunidad de la tierra que deja de utilizarse para usos productivos. Las variables 
biofísicas que se seleccionaron para explicar las variaciones en el porcentaje del predio 
destinado a conservación por parte de los hogares son: el tamaño, una variable categórica de 
la topografía
82 y el índice de erosión municipal
83. La ubicación determina los costos de 
transporte para la comercialización de los productos agropecuarios y, se esperaría entonces 
que influyeran positivamente en la propensión a la conservación. Para medir esta influencia 
se usa la distancia a los principales mercados – Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla-.  
Las variables socioeconómicas de los propietarios que influyen en esta decisión son variables 
que determinan la dependencia económica al predio, como la presencia de ingresos 
alternativos y el nivel de educación de los propietarios
84. Para medir esta variable se utiliza 
una dummy que determina si el propietario habita o no en la reserva como una proxy de la 
dependencia económica al predio
85. Para aproximar las características no observables del 
hogar relacionadas con sus percepciones, actitudes y creencias sobre los beneficios y costos 
de la conservación, se usará el tiempo de pertenecer a la Red de Reservas, para medir el 
                                             
82 Plana = 1; plana-ondulada =2; semiondulada = 3; ondulada = 4; montañosa-ondulada =5; montañosa = 6 
83 Se usó el índice de erosión municipal de la base de datos del CEDE de la Universidad de Los Andes.  
84 Variable asociada no solo a posibilidades de ingresos alternativos, también a mayor conciencia ambiental.  
85 Otros factores que podrían influir en esta decisión como las características del jefe del hogar (edad y capital 
humano), ingresos del hogar y personas que lo conforman han sido omitidas del modelo por no contar con la 
información necesaria.    43
efecto que tal organización tiene sobre las decisiones del hogar. Las variables que se utilizan 
para medir el efecto de las políticas municipales son una  medida que busca aproximar el 
costo para el propietario del impuesto predial
86 y la segunda el promedio de inversiones 
municipales por habitante en actividades relacionadas con la conservación para el periodo 
1996-2000. Se incluye una variable de control si el predio es propiedad de una ONG. La 
Tabla 3 presenta las estadísticas descriptivas de las variables seleccionadas para analizar los 
determinantes de las decisiones de los hogares de conservación de bosques y áreas 
naturales.  
Tabla 3. Estadísticas descriptivas de los hogares que hacen parte de la ARCRNSC. Diciembre 2003 




Área conservada Porcentaje del predio en conservación  0,7149 0,2755 0,1 1
Área total  Área total del predio en hectáreas 211,1064 618,4076 0,5 5.000
Topografía
Característica topográfica principal del 
predio (categórica) 
4,0885 1,8447 1 6
Erosión Indice de erosión municipal  1,7069 0,6815 0,31 3,38
Propiedad de ONG
Dummy de propiedad de la reserva de una 
ONG
0,1770 0,3834 0 1
Propietario habita en la 
reserva
Dummy=1 si el propietario habita en la 
reserva
0,3363 0,4745 0 1
Tiempo afiliación a la Red
Tiempo de afiliación a la Red de Reservas 
en años
4,0 3,0735 1 13
Distancia a los principales 
mercados
Distancia del municipio a los principales 
mercados (Bogotá, Medellín, Cali, 
Barranquilla) en kilómetros
372,0088 208,8760 164 1.094
Aproximación al costo del 
predial
a
Valor promedio terrenos rurales 
municipio*area predio*tasa predial 
municipal
13.933,94 36.233,5 5,7760 240.824
Inversión municipal en 
conservación por habitante 
1996-2000
b
Inversión municipal en actividades 
relacionadas con la conservación promedio 
por habitante 1996-2000 (miles de pesos de 
1998)
2,4005 1,9425 0,09876 7,4775
 
Total observaciones: 113; 
a 98 observaciones; 
b 86 observaciones. 
Es posible observar que, mientras la desviación estándar del área del predio destinada a 
conservación es baja, el área total del predio tiene una alta dispersión. Ello puede deberse a 
la presencia de propietarios urbanos que no dependen económicamente del predio y que 
lleva a que los predios que adquieren sean en buena medida destinados principalmente a la 
conservación, sin importar el tamaño del mismo. La variable que representa las 
características topográficas del predio es en promedio alta, mostrando una mayor propensión 
a destinar los predios con una topografía montañosa a conservación. Cerca del 18 por ciento 
de las reservas de la muestra son propiedad de una ONG y aproximadamente el 34 por 
                                             
86 Para realizar esta aproximación el valor promedio de los predios rurales para el municipio del que hace parte la 
reserva se multiplicó por el tamaño de la finca y por la tasa efectiva del impuesto predial municipal para el año 
2000, último año con esta información disponible.    44
ciento de los propietarios habitan la reserva. Aunque el promedio de inversión municipal en 
conservación por habitante para los municipios donde hay reservas es similar al de la 
muestra usada en la sección anterior para el análisis municipal, es posible observar que la 
desviación estándar es mucho menor, así como el nivel máximo de inversión.  
Se realiza el análisis econométrico de la ecuación del porcentaje del predio destinado a 
conservación empleando el modelo de regresión truncada en cero, corrigiendo por 
heteroscedasticidad mediante el procedimiento de estimación robusta. Se utiliza una 
regresión truncada teniendo en cuenta que la decisión de qué parte del predio destinar a 
conservación es una decisión posterior a la decisión entre conservar y no conservar, por tanto 
las observaciones solo incluyen parte de la población total que ha decidido conservar.  La 
tabla 4 presenta los resultados de las estimaciones de las ecuaciones (14) y (15) sobre los 
determinantes de las decisiones individuales de destinar parte del predio a conservación de 
áreas naturales. 
En términos de las variables biofísicas del predio, el signo del área total es positivo, pero solo 
resulta ser significativo para dos especificaciones del modelo. La medida de la topografía 
resulta ser significativa y con el signo esperado ya que una topografía plana es asociada con 
mayor potencial productivo del suelo, mientras que una topografía más montañosa reduce el 
costo de oportunidad de dejar una mayor parte del predio a conservación. El índice de 
erosión municipal no resulta significativo, lo cual puede deberse a que la medida es municipal 
y no específicamente de la calidad del suelo en el predio. La distancia del municipio a los 
mercados, que determina en parte los costos de transporte para la comercialización de 
productos agropecuarios, resulta significativa y con el signo esperado. 
Como era de esperarse, la variable que tiene mayor influencia en la decisión de los 
propietarios de destinar parte del predio a conservación es la dependencia económica al 
predio, que está correlacionada con el hecho que el propietario habite el predio. Que la finca 
sea propiedad de una ONG también es significativo y con signo positivo como se esperaba. 
Esto se debe a que generalmente las ONG que adquieren predios y los inscriben como 
reserva natural son ONG ambientalistas, cuyo propósito es la conservación de los 
ecosistemas presentes en dicho predio. Se encuentra una relación positiva y significativa 
entre el tiempo del predio de estar afiliado a la Red y el porcentaje del mismo que se destina 
a conservación. Dicha característica puede deberse al efecto que tiene la Red de Reservas 
en el comportamiento conservacionista de las personas, por ejemplo mediante la difusión de   45
información sobre los beneficios de la conservación, tanto privados como sociales, lo cual 
fortalece las actitudes a favor de la conservación por parte de los propietarios.  
Tabla 4. Área conservada como porcentaje del área total 
Ecuación I II III IV
Área total  0.0000338 0.0000998** 0.000181 0.000147**
(1.50) (2.16) (0.64) (2.29)
Topografía 0.03726*** 0.037992*** 0.04069*** 0.044217***
(2.78) (2.74) (2.65) (2.29)
Indice de erosión -0.048434
(-1.36)
Propiedad de una ONG 0.17301*** 0.18897*** 0.17176*** 0.16992*
(3.04) (2.94) (2.62) (1.89)
Propietario habita en la reserva -0.22517*** -0.21466*** -0.21529*** -0.18797***
(-4.81) (-4.15) (-3.75) (-2.93)
Tiempo de afiliación a la Red 0.013778* 0.016066* 0.01828** 0.01952*
(1.83) (1.82) (2.20) (1.93)
Distancia a los principales mercados 0.000284** 0.000356*** 0.000293** 0.000311***
(2.49) (3.16) (2.50) (2.66)




Constante 051978*** 0.39661*** 0.31644** 0.30312**
(4.08) (3.73) (2.45) (2.31)
Número de observaciones 113 98 86 75
Log pseudolikelihood 13.91818 11.88782 10.01723 7.6825
Wald 77.75 66 76.39 86.06
Inversión municipal en conservación 
promedio por habitante 1996-2000
 
     *p<0.10, **p<0.05, ***p<0.01 
Al incluir las variables de política, las variables que resultaron significativas en la estimación 
del primer modelo mantienen este resultado y el signo apropiado. El efecto de las variables 
de política resulta significativo al analizarlas por separado, pero al analizarlas de manera 
simultánea la variable de inversión municipal en conservación por habitante deja de ser 
significativa, lo cual puede deberse a que existe correlación entre estas.  El signo de la 
medida del costo por concepto del predial es el esperado, ya que un mayor costo del 
impuesto predial desincentiva los usos no productivos del suelo. Las inversiones municipales 
por habitante en actividades relacionadas con la conservación presentan signo positivo lo que 
podría indicar que, para los propietarios de la muestra, la provisión del bien público por parte 
del gobierno municipal no es un sustituto de la provisión del bien por parte de los propietarios 
privados y que más bien el esfuerzo hecho por el municipio en conservación, lleva también a 
un mayor esfuerzo por parte de los propietarios privados. 
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VI. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
Los actores locales y la forma como sus decisiones se relacionan juegan un papel importante 
en la conservación de bosques y otros ecosistemas naturales, y de los beneficios que 
proveen a la sociedad dichos ecosistemas. Los resultados obtenidos, tanto del análisis 
cualitativo como del cuantitativo, indican que las interacciones entre los gobiernos locales y la 
sociedad civil son determinantes para explicar las decisiones de conservación de áreas 
naturales de estos dos tipos de actores. Por el lado de los gobiernos locales, los incentivos 
institucionales como una sociedad civil más organizada y la presencia de instituciones en el 
municipio tiene un impacto positivo y significativo sobre las decisiones de inversión en 
actividades relacionadas con la conservación. Una sociedad civil mejor organizada en 
general, posiblemente está relacionada con una sociedad civil mejor organizada en temas 
ambientales y en cuanto a demandas por agua, lo que indica que estos intereses se 
encuentran mejor representados y que se genera una presión sobre los gobiernos 
municipales hacia un mayor esfuerzo de inversión en conservación de bosques y otros 
ecosistemas naturales. La presencia institucional en el municipio puede significar una mayor 
capacidad institucional de la administración municipal y una mayor supervisión de instancias 
superiores de gobierno. Estas dos variables son las que explican de manera más consistente 
las decisiones de inversión municipal en actividades relacionadas con la conservación. Los 
resultados coinciden con los obtenidos por Anderson et al. (2006) para el manejo local de los 
bosques, en el sentido que,  un comportamiento de los gobiernos locales más 
“conservacionista”, estaría explicado por el hecho que el gobierno local obtiene mayores 
retornos políticos de su inversión en estas actividades. 
Además de estas dos variables, la disponibilidad de agua en el municipio, la distancia a los 
principales mercados, la densidad poblacional, los ingresos del municipio y los factores 
regionales explican de manera significativa el comportamiento de los gobiernos municipales 
en torno a la conservación. Aunque la concentración de tierra no resulta significativa, se 
encuentra una relación negativa y significativa entre esta variable y la organización de la 
sociedad civil, lo que indica que puede tener un efecto negativo en las decisiones de 
inversión en conservación, que se transmite de manera indirecta, al desincentivar la 
organización de la sociedad civil en torno a diferentes temas incluyendo la conservación de 
bosques. 
Las decisiones de conservación de áreas naturales de los propietarios privados son 
explicadas por características biofísicas de los predios como la topografía, que determina la   47
productividad de la tierra; la distancia a los principales mercados, que refleja los costos de 
transporte; y por factores socioeconómicos de los propietarios como la dependencia 
económica al predio. Estas variables determinan el costo de oportunidad en que incurren los 
propietarios privados de destinar una mayor parte de su predio a conservación. Los 
resultados del análisis cualitativo indican que las motivaciones no económicas, como el 
altruismo por las presentes y futuras generaciones, juegan un papel importante en las 
decisiones conservacionistas de los propietarios y que la principal motivación de los 
propietarios rurales de encaminarse en actividades relacionadas con la conservación es el 
agua, dada su mayor dependencia a los ingresos provenientes del predio. Sin embargo, el 
contacto con ideas ambientalistas y sobre los beneficios de la conservación diferentes al 
agua, lleva a que los propietarios rurales reconozcan otros beneficios de los bosques como el 
control de la erosión, e incluso beneficios estéticos como el paisaje. El análisis cuantitativo 
reflejó que el tiempo de pertenecer a la Red de Reservas explica de manera positiva y 
significativa el comportamiento conservacionista de los propietarios privados, lo que puede 
reflejar el impacto de esta organización o de las ideas que esta promueve, en las decisiones 
de los propietarios.  
Las variables de política, que reflejan el impacto que tienen las decisiones de los gobiernos 
municipales en las decisiones de los hogares, resultan ser significativas. Un mayor costo del 
impuesto predial desincentiva los usos no productivos de la tierra y, por tanto, tiene un efecto 
negativo en las decisiones de conservación de los hogares. Por otro lado, una mayor 
inversión por parte de los gobiernos municipales en actividades relacionadas con la 
conservación resultó tener un efecto positivo en las decisiones de conservación de los 
particulares, lo que puede estar indicando una complementariedad institucional entre la 
provisión pública y privada de conservación
87. 
Las interacciones entre los actores locales con incidencia en la conservación son relevantes 
para el diseño de políticas encaminadas a promover las acciones a favor de la conservación 
de los bosques. Como se demostró, las decisiones de política pueden incentivar o 
desincentivar la conservación desde la sociedad civil. Además, estas decisiones pueden estar 
determinadas por la forma como los gobiernos locales se relacionen con los distintos grupos 
de presión, favoreciendo los intereses mejor representados en el municipio. Por eso, es 
necesario que los gobiernos locales al tomar sus decisiones de política tengan presente el 
comportamiento conservacionista de los actores privados y, en particular, las motivaciones 
                                             
87 Una complementariedad institucional existe cuando los efectos benéficos de una institución son fortalecidos por 
la presencia de otra institución (Bowles, 2005).   48
que estos actores tienen para conservar, y así evitar generar políticas que desincentiven 
dicho comportamiento. Algunos estudios han demostrado que el uso de ciertos incentivos o 
políticas, en vez de lograr los objetivos que buscan, pueden tener efectos contraproducentes, 
desincentivar los comportamientos cívicos o prosociales de las personas, y resultar en un 
crowding out institucional
88 (Bowles, 2005). El diseño de una política de promoción de la 
conservación debería tratar de vincular la conservación desde la sociedad civil y la 
conservación desde los gobiernos, de una manera complementaria y no como procesos 
sustitutos.   
En cuanto a las extensiones de este trabajo, se propone evaluar la costo-efectividad de la 
inversión pública en conservación en comparación con el uso de incentivos privados a la 
conservación, teniendo en cuenta que está cercano el plazo de cumplimiento del artículo 111 
de la Ley 99. Por otro lado se propone analizar el papel de la sociedad civil no solo en una 
mayor inversión por parte de los gobiernos locales en actividades relacionadas con la 
conservación, sino en una mejor administración de los bosques a nivel municipal y medir el 
impacto específico de las organizaciones ambientalistas, de los usuarios de los acueductos, o 
de otros grupos que puedan tener una incidencia más específica en torno a la conservación, 
en las decisiones de inversión en conservación de los gobiernos municipales. 
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ANEXOS 
 
Anexo II. TABLAS Y GRÁFICOS 
Anexo I. Mapa de ubicación general de 
las reserves afiliadas a la 
ARCRNSC 
 
Tabla II.1. Distribución Reservas Naturales 



























Vichada 4 10008 
Fuente: ARCRNSC, www.resnatur.org, 2005
 
Tabla II.2. Distribución municipal reservas  






Boyacá Tinjacá 8 22,8
Boyacá Tibasosa 1 14,2
Boyacá Arcabuco 1 29
Boyacá Cucaita 1 3,95
Boyacá Socotá* 1 280
Boyacá Beteitiva* 1 25,78
Total Boyacá 13 375,73
Cundinamarca San Francisco 3 355
Cundinamarca Choachí 1 350
Cundinamarca Chía 1 3
Cundinamarca Cabrera 1 1000
Cundinamarca Bogotá 1 2375
Cundinamarca Tabio 1 49
Cundinamarca Tenjo 1 8,93
Cundinamarca El Rosal 1 5
Cundinamarca La Calera 1 1,8
Cundinamarca Fómeque 3 436,7
Cundinamarca Villeta 1 1,92
Total Cundinamarca 15 4586,35
TOTAL NODO 28 4962,08  




Tabla II.3. Estadísticas descriptivas reservas 






Área total del predio en 
hectáreas 179,0885 492,5536 0,5 2375
Porcentaje del predio en 
conservación 0,6986 0,2656 0,16 1
Reserva solo en conservación 0,2916 0,4643 0 1
Altura máxima sobre el nivel 
del mar 2799,286 501,299 2100 3700
Topografía 4,333 1,5275 1 6
Presencia de nacimientos de 
agua 0,6667 0,483 0 1
Presencia de acueducto 0,15 0,3663
Presencia de electricidad 0,085 0,3663
Presencia de ecoturismo 0,1428 0,3585
Propiedad de una ONG 0,1428 0,3585 0 1
Propietario habita en la reserva 0,3 0,4702 0 1
Tiempo afiliación 3,5 2,7048 1 13  
 
Fuente: Cálculos propios, Base de Caracterización de 
las Reservas, ARCRNSC, 2000  54
 
Anexo III. GUIA DE ENTREVISTAS 
 
Guía de entrevistas a propietarios (hogares)  
 
Fecha (día/mes/año): __/__/__ 
Hora: __:__ am/pm 
 
Presentación y agradecimiento. Los temas que vamos a tratar a continuación tienen el objetivo de 
complementar mi trabajo de tesis sobre las motivaciones que tienen las personas para conservar 
bosques. Todo lo que usted me diga es muy importante para este estudio. Vamos a grabar la 
conversación porque si lo hacemos por escrito podríamos demorarnos mucho más tiempo y no 
queremos abusar de su tiempo. La información que nos dé será manejada de manera confidencial. 
 
INFORMACIÓN PERSONAL 
Cuénteme un poco de usted.... 
Nombre entrevistado:  
¿A qué se dedica? 
¿Cuántos años tiene? 
¿Cuál es su nivel educativo? 
¿Cuántas personas conforman su familia? 
¿A qué se dedica su esposo(a)? 
 
INFORMACIÓN GENERAL DE LA RESERVA O DE LA FINCA 
Nombre de la reserva:             
Ubicación:(Vereda, municipio, departamento): 
Límites / vecinos: (Importante si limita con algún parque natural u otro tipo de reservas públicas o 
privadas) 
 
HISTORIA Y ACTIVIDADES  DE LA FINCA 
Hablemos un poco de la historia de su finca y de las actividades que realizan.... 
1.  ¿Cuántos propietarios conforman la reserva natural? (ONG / particular)  
2.  ¿Cuénteme ¿cómo decidieron unirse para conformar la reserva natural? 
3.  ¿Cómo llegaron usted y su familia a este lugar? 
4. ¿Hace  cuánto  tiempo? 
5.  ¿Cómo ha cambiado el paisaje desde usted está acá? ¿A que se han debido estos 
cambios? 
6.  ¿Qué opina de que estos cambios se produzcan? 
7.  ¿Cree que la variedad de plantas y animales de esta zona está en peligro de desaparecer? 
¿A qué se debe esto? 
8.  ¿Quién vive actualmente en la finca? 
9.  ¿Cada cuanto va a su reserva y cuánto permanece cuando va? 
10. ¿Qué actividades se realizan en su finca? (productivas / investigación / ecoturismo) 
11. ¿De dónde viene el agua que utilizan en la finca? 
PERCEPCIONES SOBRE LA CONSERVACIÓN  
Ahora hablemos un poco de los bosques presentes en su predio... 
12.  ¿Hace cuánto se interesó en la conservación de bosques? 
13.  ¿Hace cuánto su finca es manejada  como una reserva natural? 
14.  ¿Qué lo impulsó a interesarse por la conservación?  
15.  ¿De qué tamaño es su finca? ¿De esta, qué parte está en conservación? 
16.  ¿Qué tipos de actividades había allí antes de ser destinado a conservación? 
17.  ¿Qué tipos de actividades se realizan allí para contribuir a la conservación? 
 
BENEFICIOS Y COSTOS DE LA CONSERVACIÓN POR CUENTA PROPIA 
18. Suponga que a usted no le interesara la conservación ¿Qué habría en esta parte de su 
predio?  
19. ¿Le generaría mayores ingresos?    55
20. ¿Cuáles son las ventajas de tener bosques en su finca?  
21. ¿Qué consecuencias cree que tendría que los bosques de su finca fueran talados? ¿A 
quiénes afectaría? 
22. Si tiene sistemas productivos ¿Cree que tendría algún impacto en la producción? 
23. ¿Considera que los bosques en su finca generan o podrían generar beneficios a otras 
personas? ¿A quienes? 
24. ¿Quién cree que podría agradecerle dentro de 20 o 30 años el haber conservado?  
25. ¿Qué tipos de beneficios cree que sus hijos pueden obtener de la conservación que usted 
está haciendo hoy en día? 
26. Mencione por favor los beneficios más importantes para usted y su comunidad por lo cual 
deben seguir existiendo los bosques en su predio.  
27. ¿Cuánto tiene que invertir al año para mantener su reserva? ¿En qué tipos de actividades 
tiene que invertir? (cercas, reforestación, control plagas, podas, vigilancia) 
28. ¿De donde obtiene los recursos para mantenerla?  
 
INCENTIVOS Y RELACIONES CON EL GOBIENO MUNICIPAL  
29. Según su opinión ¿Quiénes son los responsables de la conservación de bosques? 
30. ¿Qué opina usted de que otras personas deberían pagarle por la conservación que hace 
en su finca? 
31. ¿Quiénes deberían pagarle? ¿Cuánto le deberían pagar al año? 
32. ¿Qué opina de que el estado debería pagarle por la conservación que hace en su finca? 
33. Me han contado que en algunos municipios se realiza un descuento del impuesto predial 
por conservación ¿Me podría contar como funciona eso en esta región? 
34. Cuénteme ¿Qué tipo de actividades realiza el municipio para promover la conservación? 
35.  ¿Cómo se relacionan con las actividades que hacen los particulares (sociedad civil)  con 
este objetivo? 
36. Según su opinión ¿Cuáles son los grupos o personas que en el municipio están más 
interesados por la conservación? ¿Cuáles lo que están menos interesados? 
PERCEPCIONES SOBRE LA RED DE RESERVAS 
Ahora hablemos un poco sobre la Red de Reservas.... 
37. Cuénteme ¿Qué conoce de la Red de Reservas? 
38. ¿Cómo la conoció? 
39. ¿Hace cuánto su finca está inscrita a la Red? 
40. ¿Qué beneficios percibe de pertenecer a la Red? 
41. ¿Tiene algún costo para usted pertenecer a la Red? ¿Cuál? 
42. ¿Qué diferencia hay en que su reserva esté inscrita a la Red o no? 
43. ¿Qué diferencia hay en que su reserva está inscrita en la Unidad de Parques o no? 
RELACIONES Y ACCION COLECTIVA 
Ahora cuénteme un poco sobre las actividades que realizan entre vecinos  para promover la 
conservación.... 
44. ¿Qué actividades realizan colectivamente los vecinos para cuidar la naturaleza? 
45. ¿En cuáles ha participado? 
46. ¿A la gente le interesa participar? 
47. ¿Qué beneficios tiene participar en estas actividades? 
48. ¿Qué beneficios ha percibido usted por la conservación de bosques en otras fincas? 
 
 
Guía de entrevista funcionarios municipales 
 
Fecha (día/mes/año): __/__/__ 
Hora: __:__ am/pm 
 
Presentación y agradecimiento. Los temas que vamos a tratar a continuación tienen el objetivo de 
complementar mi trabajo de tesis sobre la conservación de  bosques. Todo lo que usted me diga es 
muy importante para este estudio. Vamos a grabar la conversación porque si lo hacemos por 
escrito podríamos demorarnos mucho más tiempo y no queremos abusar de su tiempo. La 
información que nos dé será manejada de manera confidencial.   56
 





IMPORTANCIA ASIGNADA A LA CONSERVACIÓN  
1.  ¿Qué tipo de actividades realiza el gobierno municipal para la conservación de bosques y 
otros ecosistemas naturales? 
2.  ¿Qué importancia le da a la inversión en actividades relacionadas con la conservación con 
respecto a otras inversiones? 
3.  ¿Cómo se determinó qué porcentaje del presupuesto se debía destinar a este tipo de 
actividades? 
4.  ¿Qué exigencias hace el gobierno central sobre las inversiones que se deben destinar a 
conservación de bosques u otros ecosistemas naturales? 
5.  ¿Cómo las aplica en el municipio? 
6.  ¿Qué entidades del municipio se encargan de ejecutar esas inversiones? 
7.  ¿Quiénes considera usted que se benefician de estas inversiones?  
8.  ¿Qué beneficios espera usted que se generen de la conservación? 
 
INCENTIVOS INSTITUCIONALES 
9.  ¿Qué tipo de necesidades por parte de las personas del municipio ha percibido 
relacionadas con la conservación de bosques u otros ecosistemas? 
10. Según su opinión ¿Cuáles son los grupos o personas que en el municipio están más 
interesados por la conservación? ¿Cuáles lo que están menos interesados? 
11.  ¿Qué ONGs y organizaciones de base  existen en el municipio que promueven la 
conservación de bosques?  
12. ¿Qué actividades realizan? 
13. ¿Cuáles son sus exigencias en este sentido? 
14. ¿Cómo influyen estas exigencias en las decisiones que toma el gobierno municipal? 
 
PERCEPCIONES SOBRE LA RED DE RESERVAS Y LA CONSERVACION PRIVADA 
15. ¿Podría definirme que es una Reserva de la Sociedad Civil? 
16. ¿Qué trabajo realiza la Asociación de Reservas Naturales de la Sociedad Civil en el 
municipio? 
17. ¿Qué tipo de programas tiene el municipio para incentivar la conservación en tierras 
privadas?  57















Agua -0,41615 -0,79789 -1,46767** -0,68475 -0,48449 -1,15278 -1,9251** -0,85112* -0,3533 -1,41807*** -1,71062*** -1,95949***
(-0,75) (-0,99) (-2,54) (-1,06) (-0,82) (-1,55) (-2,55) (-1,83) (-0,62) (-2,89) (-3,25) (-2,84)
Distancia  mercados -0,79491*** -0,60153* -0,25442 -0,48357 -0,14309 -0,21021 -0,52619 -1,0972*** -0,9150 -0,96877
(-3,63) (-1,78) (-0,84) (-0,79) (-0,48) (-0,22) (-0,49) (-2,87) (-1,44) (-1,55)
Densidad población -0,14461** -0,14941* -0,01328 0,07816 -0,11307 -0,2155* -0,38239*** -0,08277 -0,10449 -0,27035** -0,25238* -0,14575
(-2,21) (-1,78) (-0,13) (0,63) (-1,48) (-1,90) (-3,76) (-0,94) (-0,99) (-2,56) (-1,96) (-1,39)
Pib per cápita 0,10918** 0,13022** 0,06289 0,02748 0,13305** 0,21866*** 0,18843*** 0,08772
(1,99) (2,34) (0,92) (0,40) (2,39) (4,01) (3,34) -1,38
Gini tierra 0,51726 0,86919 0,7541 -0,67694 -1,38016* 0,02197 0,91256 -0,9162* -0,77012
(1,19) (1,35) (1,12) (-0,80) (-1,76) (0,04) (1,38) (-1,70) (-1,14)




0,44671**   
(2,53)
0,46129**   
(2,31)






0,0427     
(0,25)
-0,00714     
(-0,03)




-0,8022      
(-0,44)
-0,11898    
(-0,63)
0,42082**   
(2,19)








0,64055***   
(3,49)
0,58686***   
(4,08)
0,7329***   
(5,43)
Constante 11,9386 17,1054 28,4581*** 20,533* 14,5037 22,5437* 28,9182** 17,9768*** 10,8805 31,802*** 37,8412***
(1,42) (1,27) (3,18) (1,93) (1,61) (1,74) (2,12) (2,64) (1,27) (4,08) (3,29)
Obs 343 343 250 250 244 244 251 252 252 279 279 324
R2 0,0721 0,2198 0,1082 0,3101 0,1654 0,3469 0,2797 0,1626 0,2523 0,1842 0,3021 0,2088
F 3,84 5,31 7,25 7,69 12,83  
a Sin controles departamentales. 
b Con controles departamentales.  
 
 